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    Qué vamos a hacer entonces, señores miembros del jurado, si dentro de cien años, nuestros descendientes al estudiar la historia encuentran que después de diez años de sangría a las masas campesinas de Colombia, después de diez años de violencia desatada apocalípticamente por todos los campos, por todas las veredas, se procesa a la dictadura por un contrabando absuelto, por un problema de unos novillos cuya importancia resulta impresionantemente inferior a los doscientos mil y más campesinos que se llevó arrasadoramente la violencia…


    Intervención del vocero, Doctor Daniel Valois Arce, 6 de febrero de 1959


    (Senado de la República. Comisión Instructora, El Proceso contra Gustavo Rojas Pinilla ante el Congreso de Colombia, Tomo II, p. 220).
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    PREÁMBULO


    COLOMBIA EN EL CONTINENTE: AÑOS CINCUENTA


    EL FRENTE NACIONAL: LA INVENCIÓN DE LA DESMEMORIA1


    El tema de la investigación que sirve de base a este libro es el juicio político que se sigue en el Congreso de la República de Colombia, en los albores del Frente Nacional, al teniente general Gustavo Rojas Pinilla (presidente militar entre 1953 y 1957). Con este trabajo se trata de remediar una “negligencia” de la historiografía colombiana que sólo le ha dedicado unas pocas páginas a un acontecimiento que merece mayor atención, y al que se le ha negado el rango de objeto histórico legítimo con el argumento de que se trata de una “farsa sin sentido” o, simplemente, de una “teatralización inocua”, perteneciente al reino del sainete y la comedia.


    Tanto los sectores vinculados con el Frente Nacional como los sectores de izquierda, (que han tenido un importante papel en la construcción de la historiografía colombiana desde los años 1960), han querido obviar la referencia y el estudio de este proceso. Los primeros, porque el juicio fue sin lugar a dudas un error estratégico de las élites políticas de la época, que para la “salud” del nuevo pacto político era mejor desconocer y olvidar; los segundos, porque el movimiento político de la Alianza Nacional Popular (ANAPO) liderado por Rojas, que tuvo su primer impulso en las sesiones del juicio, fue muy ambiguo y heteróclito en su composición política, como para buscar allí un referente de identidad para las luchas de la izquierda2.


    El Frente Nacional, convenio entre liberales y conservadores para poner fin a la Violencia3 de los años 1950, puso en marcha un proceso de “invención de la desmemoria” con respecto a las atrocidades cometidas bajo el amparo de las banderas partidistas durante los años precedentes, que marca las décadas posteriores de la vida nacional. Este pacto, además de la alternación en la presidencia y la paridad en la administración pública, incluía una “amnistía implícita” y un acuerdo de “perdón y olvido” frente a cualquier tipo de actuación que comprometiera la responsabilidad de sus participantes. La “supresión” del pasado inmediato exigía la invención de una representación que permitiera dar cuenta de la época, pero sin hacer referencia a hechos o personajes incómodos que pudieran perturbar la convivencia entre los partidos, bajo la idea de que la única manera de conservar la concordia era haciendo tabula rasa de lo sucedido. La estrategia que se impone en la opinión, bajo el liderazgo de la Gran Prensa4, consiste en un proceso de selección que se lleva a cabo en cuatro aspectos de la historia reciente, con base en un procedimiento metonímico de tomar en cada caso la parte por el todo.


    [image: 001_Pream.jpg]


    La única tabla de salvación


    … ¿Y hay quienes quieren torpedearla?…


    Por Chapete. El Tiempo, 24 de septiembre de 1958. La opinión mayoritaria de la época consideraba que el Frente Nacional, pacto de alternación y reparto del poder entre liberales y conservadores a partir de 1958, era la única solución posible e, incluso, desesperada, a la crisis social e institucional imperante.


    En primer lugar, había que pasar de un fenómeno social de carácter global como era la Violencia, que comprometía tanto al Estado como a la sociedad y estaba compuesto por un conjunto diverso de elementos de tipo económico, social, político y cultural, a la forma particular de gobierno (la dictadura) que predomina en este momento. En segundo lugar, como el período dictatorial había comenzado realmente en el momento en que el presidente Ospina Pérez cierra el Congreso el 9 de noviembre de 1949 e instaura el estado de sitio; y había encontrado continuidad en los gobiernos de Laureano Gómez y Roberto Urdaneta Arbeláez (1950-1953), en el del propio Rojas (1953-1957) y en la Junta Militar que lo sucede (1957-1958), había que optar por “una de las dictaduras” y convertirla en una “dictadura atroz”. Así, los acusadores llevan a cabo un trabajo de disección muy preciso en este período: se escogen los años 1953-1957 como el momento privilegiado de la interrupción de la institucionalidad, de la arbitrariedad y de la ruptura con la legalidad; con exclusión de lo sucedido antes y después. En tercer lugar, había que escoger una persona (no un grupo o un sector de un partido político), que presentara todas las ventajas del caso para convertirlo en tirano y hacer recaer sobre él la culpa colectiva, Y finalmente, había que definir unos cargos que se refirieran a unos asuntos menores (contrabando de ganado, tráfico de influencias, libertad de unos presos) y no a los grandes y verdaderos problemas de su Gobierno, que además permitieran excluir de la responsabilidad a sus colaboradores cercanos (ministros, altos mandos militares y demás), a sus apoyos políticos en las élites y, sobre todo, a los funcionarios de otros gobiernos.


    Dejando de lado la discusión acerca de las dotes de estadista de Rojas Pinilla, sus cualidades morales o los excesos de su Gobierno, que siempre serán objeto de controversia5, el hecho cierto es que el General fue el elegido para condensar en su figura la representación de una época, por las condiciones extremadamente favorables que ofrecía para desempeñar este papel. El anuncio inesperado del regreso de su autoexilio en España, después de su salida el 10 de mayo de 1957, representa la ocasión propicia para que se organice un juicio político en su contra, concebido inicialmente como una forma de anular políticamente su figura, pero que constituye el punto de partida para convertirlo en el responsable único de lo sucedido. Si se hubiera querido llevar a cabo efectivamente un enjuiciamiento de la Violencia o establecer una “comisión de la verdad” que identificara y sancionara a sus responsables (impensable en ese momento), habría sido necesario considerar un período significativamente más largo, que incluyera los gobiernos que se suceden desde 1946, y una lista de protagonistas más amplia, muchos de ellos con compromisos y responsabilidades en los hechos violentos muy superiores a los del general Rojas, como es el caso de Laureano Gómez, entre otros igualmente significativos.


    De esta manera se construye la representación de los años 1950 como el momento de una “dictadura atroz” (aun contra las evidencias en contrario que señalan la existencia de una “dictablanda”6), que va a servir de “recuerdo encubridor” de los sucesos y de las responsabilidades en las exacciones de ese momento7. Para dar nombre a aquellos años, ya no se habla entonces de la “época de la Violencia” sino de la “época de la dictadura”. Los “atropellos de la dictadura”, a cuya cabeza se encuentra un “tirano” a la altura de los peores dictadores latinoamericanos de la época como Trujillo en República Dominicana, Somoza en Nicaragua o Batista en Cuba (para sólo citar tres casos), relegan a un plano secundario las sevicias y el horror de los crímenes cometidos en el marco del enfrentamiento entre los liberales y los conservadores; y la trama compleja de las circunstancias del período. No hay otros implicados ni otras responsabilidades. Más aún, lo sucedido durante el gobierno de Laureano Gómez, el período más álgido de la Violencia (1950-1953), se eclipsa frente a la inmensa cantidad de arbitrariedades que se atribuyen al gobierno de Rojas Pinilla. Este tipo de representación, que constituye el fundamento de la memoria de los años 1950 que ha predominado en el discurso político oficial y se ha impuesto a través de la prensa, se ha convertido en un obstáculo que impide la comprensión de lo que ocurrió efectivamente en ese momento, su elaboración y su integración en la trama de una historia con sentido, y ha contribuido enormemente a “volver ininteligible para las nuevas generaciones lo que estaba en juego en la Violencia”8.


    La “leyenda negra de las dictadura”, a pesar de la extrema simplificación con que se ha elaborado, presenta condiciones favorables para imponerse sobre la representación de la Violencia de los años 1950, que aparece como la irrupción de una barbarie que escapa a la temporalidad, en la que no hay protagonistas definidos ni responsables concretos. En la memoria de la dictadura, por el contrario, hay un culpable que se puede identificar (el general Rojas Pinilla), una periodización precisa que se puede establecer (13 de junio de 1953 a 10 de mayo de 1957), unos adversarios definidos y con nombre propio (la Tercera Fuerza, el Frente Civil, el “escuadrón suicida”). La dictadura es presentada como un caso particular de una situación que rige al mismo tiempo en otros países de América Latina y su terminación es considerada como la liberación de una situación excepcional, sin precedentes, y sin posibilidades de repetición en el futuro, una vez asimilada la lección de lo que no debe ocurrir; además, permite establecer claramente la discontinuidad entre un antes y un después, sirve como referencia para dar legitimidad al pacto político del Frente Nacional y, sobre todo, favorece la liberación de la carga de responsabilidad que proviene de ese pasado inmediato. Dicho en los términos del lingüista Tzvetan Todorov, la “memoria literal” de la Violencia de los años cincuenta habría sido sustituida por una supuesta “memoria ejemplar” de la dictadura9, que en estricto sentido no lo es tampoco, porque es un simple “recuerdo encubridor” de un período siniestro.
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    Instituciones democráticas 1949


    Los muertos que vos matáis…


    Por Merino. La Calle, 25 de julio de 1959. El 9 de noviembre de 1949, durante el gobierno de Mariano Ospina Pérez (el personaje que aparece en la caricatura) se establece el estado de sitio y se cierra el Congreso de la República. Allí se inaugura una crisis institucional cuya culminación habría sido la inauguración del Frente Nacional. (Nota. Como las caricaturas del periódico La Calle no aparecen con título, lo agregamos aquí).


    Este proceso de sustitución y encubrimiento de la Violencia por la dictadura ha sido claramente impulsado por la Gran Prensa bajo el liderazgo del periódico El Tiempo, el principal periódico nacional de la época, y constituye uno de los trabajos más importantes que el Frente Nacional ha llevado a cabo para ocultar y privar de sentido al enfrentamiento partidista de los años 1950, para cuya solución se elaboró el pacto. En el mes de mayo de 2007 se celebraron los cincuenta años de la caída del régimen militar y los periódicos nacionales reprodujeron intacta la leyenda. El editorial de El Tiempo considera “que los casi cuatro años en los que Rojas Pinilla gobernó al país” constituyen “una de las etapas de mayor frustración en la historia contemporánea de Colombia”, marcada por grandes errores políticos y por las “arbitrariedades de la dictadura”. Estas últimas explicarían por qué los líderes políticos liberales y conservadores, con Alberto Lleras Camargo y Laureano Gómez a la cabeza, se unieron para luchar contra el régimen militar y fundar el Frente Nacional. Y esas arbitrariedades explicarían también por qué el espíritu bipartidista logró prolongarse a pesar de la confrontación entre los partidos y por qué nunca ha sido posible otra “dictadura militar como la que terminó hace cincuenta años”. En otros términos, el acontecimiento que marca la interrupción de la institucionalidad en la historia política contemporánea de Colombia sería la dictadura de Rojas y no la violencia que vivió el país durante aquellos años10.


    La finalidad de este trabajo consiste en remover el obstáculo que representa la referencia exclusiva y absoluta a la dictadura de Rojas Pinilla, para pensar y elaborar el sentido de la Violencia, tomando como objeto de análisis el juicio contra un gobernante en quien se pretende condensar el origen de todo. En primer lugar, la idea es presentar una narración de lo sucedido durante el proceso jurídico en los tres escenarios en que se desarrolla: el recinto del Congreso, la Gran Prensa y las calles; y reconstruir en forma de crónica, extensa y exhaustiva, los debates en el parlamento y en la prensa, en los propios términos en que se presentan, para que el lector pueda revivirlos, como una película reconstruye las condiciones de una época pretérita pero, en nuestro caso, con medios lingüísticos y gráficos (la caricatura). Esta descripción permite apreciar la forma como los propios actores construyen una “vulgata histórica” de los acontecimientos en el momento mismo en que se presentan, diferente a la versión que con otros procedimientos elaboran la historia o la sociología a posteriori.


    En segundo lugar, se trata de interpretar la manera como el juicio se desarrolla en el marco de las condiciones creadas por la Violencia de los años 1950 y por la crisis de legitimidad de las instituciones que se presenta desde 1949, un momento crucial de la historia colombiana de la segunda mitad del siglo XX. Las élites políticas, después del fracaso de la fórmula de apelar a los militares para solucionar una grave situación, social e institucional, están tratando de encontrar, a través del Frente Nacional, una segunda salida. La presencia de Rojas Pinilla en el país representaba un obstáculo para el éxito del pacto político, por el temor de que pudiera conservar apoyos entre los militares o en los sectores populares, pero también la posibilidad de dar legitimidad al nuevo régimen, que se presenta ahora como la expresión suprema de la “civilización” contra la “barbarie” de la dictadura.


    En tercer lugar, se trata de mostrar que el estudio del juicio puede aportar elementos para entender como “se resuelve” de manera formal o informal, institucional o no, la época conocida como la Violencia de los años 1950. El proceso contra Rojas Pinilla, en contravía con las intenciones de sus promotores, es un espacio en el cual se despliega una disputa alrededor de los grandes temas que están en juego en la política del momento y se abre la discusión sobre el sentido de la vida colombiana reciente y las responsabilidades por lo sucedido en los años anteriores, así éstas se redujeran a las recriminaciones mutuas entre liberales y conservadores. Los materiales del juicio permiten, además, entender la manera como se comienzan a construir a partir de ese momento las diversas modalidades de la memoria colectiva de aquella época.


    El análisis del juicio político contra Rojas Pinilla constituye igualmente un excelente laboratorio para observar, en un momento privilegiado de la historia colombiana reciente como es el paso de la Violencia al Frente Nacional, la situación política del país y el conjunto de los factores de poder en juego: la composición, la fragmentación y la mentalidad de las élites de la época; las formas de legitimación del Frente Nacional, el tipo de concepción de la democracia, el poder y la división social que predomina en el ambiente; el funcionamiento del régimen político; el significado de lo jurídico en los debates públicos; el papel secundario de los militares con respecto al manejo del Estado; la anulación de las alternativas políticas diferentes a los partidos tradicionales; la manera como se entiende el orden en contraste con la violencia; pero, sobre todo, la singularidad del caso colombiano en el conjunto de los países de América Latina de la época, como veremos a continuación.


    MILITARISMO Y POPULISMO EN AMÉRICA LATINA


    Los años 1958-1959, momento en que se lleva a cabo el juicio político contra el general Rojas Pinilla en el Congreso de la República, hacen parte de ese pequeño período de cerca de diez años comprendido entre 1955 y 1964, que separa la primera ola de las dictaduras latinoamericanas del siglo XX y el comienzo de las dictaduras de la segunda mitad del siglo o, en un sentido más amplio, el final de lo que Samuel Huntington llama la “segunda ola” de democratización (1945-1965)11.


    A finales de los años 1950, con el ocaso de los regímenes militares y populistas de las décadas anteriores, esta parte del continente vive la ilusión de la llegada de una nueva era. La impresión es que parecía estar cerrándose el ciclo de gobiernos autoritarios inaugurado en las primeras décadas del siglo XIX posteriores a la Independencia12 y la democracia liberal, a pesar de estar dando apenas sus primeros pasos, había llegado “para quedarse”, con la instauración de regímenes constitucionales estables13. Más aún, en algunos países los militares habían estado dispuestos a aceptar las transformaciones y a asumir las restricciones a su poder tradicional; y se habían convertido en garantía para la realización de elecciones libres y para la entrega del poder a un presidente civil libremente elegido14. Todo ello en el marco de la segunda posguerra y contra la oposición del gobierno de los Estados Unidos, que en algunos casos se ponía del lado de los dictadores y de las fuerzas locales de apoyo15.
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    El otro caído


    Gurropín: ¿Tú también, Marcos?…


    El Tiempo, 31 de diciembre de 1958. Referencia implícita a Julio César, una obra de Shakespeare en la que aparece el protagonista diciéndole a su discípulo amado: “Tú también, Bruto, hijo mío”, para referirse al hecho de que también éste hacia parte del grupo de los que lo estaban traicionando. El interlocutor en este caso es Marcos Pérez Jiménez, el ex dictador venezolano derrocado en enero de 1958. Gurropín es el acrónimo de Gustavo Rojas Pinilla.


    Desde el año 1955 varios países de la región cambian sus gobiernos, de orientación autoritaria o populista, para dar paso a regímenes constitucionales de nuevo tipo, cinco de ellos en América del Sur y uno en el Caribe. En Argentina, el general Juan Domingo Perón es derrocado por un golpe militar el 23 de septiembre de 1955 y el nuevo gobierno, después de un período de gran inestabilidad política, termina finalmente por llamar a elecciones el 23 de febrero de 1958, que dan como ganador a Arturo Frondizi16. En Brasil, después del suicidio de Getulio Vargas el 24 de agosto de 1954, se inaugura un período de democratización con el gobierno de Juscelino Kubitschek17. En Perú, aún tratándose de una dictadura militar relativamente suave, es derrocado Manuel Odría y reemplazado por el gobierno constitucional de Manuel Prado Ugarteche18. En Venezuela, un país sin tradiciones constitucionales fuertes y con poca experiencia en prácticas democráticas, es depuesto por un movimiento cívico militar el 23 de enero de 1958 Marcos Pérez Jiménez, en el poder desde el 2 de diciembre de 1952, y obligado a salir del país; el Pacto de Punto Fijo entre los principales partidos políticos del momento llevan a la presidencia por vía constitucional a Rómulo Betancur, once meses después de la revolución contra la dictadura19. En América del Sur sólo sigue vigente la dictadura de Alfredo Stroessner en Paraguay, que por su larga duración (1954-1989) escapa a cualquier tipo de periodización.


    En América Central y las Antillas tenemos el caso de la caída de Fulgencio Batista en Cuba y la organización, con inmenso apoyo popular, del nuevo gobierno revolucionario de Fidel Castro a partir del 1 de enero de 1959, que despierta al principio muchas expectativas. En Nicaragua, el general Anastasio Somoza fue asesinado en septiembre de 1956 y fue reemplazado por su hijo, que se vio obligado a introducir medidas de alivio. En República Dominicana aún se encuentra en el poder Rafael Leónidas Trujillo Molina, quien es asesinado en 1961. El panorama parece, pues, estar cambiando en favor de la democracia liberal20. Sin embargo, la “ilusión democrática” dura poco tiempo. El golpe militar que se produce en Brasil el 31 de marzo de 1964 cierra esta coyuntura de apertura a la democracia en el continente y abre la vía a un nuevo ciclo de dictaduras militares, que se mantienen en el poder hasta finales de los años 1980.


    En este contexto de caída de las dictaduras militares, y de reemplazo de los regímenes populistas, Rojas Pinilla abandona el poder el 10 de mayo de 1957 y es sustituido por una Junta Militar que entrega sin traumatismos ni sobresaltos el gobierno a los civiles el 7 de agosto de 1958. Su gobierno, sin que en ningún momento logre efectivamente consolidarse, se construye en el marco de la oscilación entre una “tentación autoritaria” y una “tentación populista” y, guardadas las proporciones, es la versión colombiana de lo que ocurre en América Latina en ese momento. La inspiración en ambos sentidos se encuentra sin lugar a dudas en otros regímenes de la época como es el caso de Getulio Vargas en Brasil, de Juan Domingo Perón en Argentina, de Marcos Pérez Jiménez en Venezuela y de Manuel Odría en Perú, con los que guarda algunas similitudes. El Frente Nacional, que pretende poner fin a la dictadura militar, es la forma peculiar de construir en Colombia una “apertura a la democracia”.


    LA “TENTACIÓN AUTORITARIA”


    Colombia no presenta en su historia un inventario muy extenso de dictaduras militares o civiles con apoyo militar. Desde 1830 hasta el 7 de agosto de 1958 sólo hubo seis golpes de Estado. Los dos primeros constituyen golpes de corte clásico, de militares que se toman el poder a la fuerza y rápidamente se ven obligados a devolverlo: el primero, provocado por el general venezolano Rafael Urdaneta el 5 de septiembre de 1830, sólo duró ocho meses hasta que se pactó su abandono del poder; el segundo, impulsado por el general José María Melo el 17 de abril de 1854, sólo logró sostenerse siete meses y dieciocho días, hasta que fue derrotado en la guerra civil que su llegada al poder había suscitado. Los dos siguientes fueron protagonizados por generales que hacen el tránsito a una legitimidad constitucional. El 18 de julio de 1861 el general Tomás Cipriano de Mosquera, a su llegada a Bogotá proveniente del Cauca como triunfador de la guerra civil, se toma el poder que se encontraba vacante (a cargo del procurador Bartolomé Calvo por terminación del período constitucional del anterior presidente Mariano Ospina Rodríguez), pero rápidamente convoca la convención de Rionegro de 1863 que lo elige Presidente constitucional de los Estados Unidos de Colombia desde el 14 de mayo hasta el 1 de abril de 1864. Posteriormente el mismo general Mosquera asume el poder por la vía legal el 20 de mayo de 1866 pero el 23 de mayo de 1867 es derrocado por un golpe promovido por un grupo de conspiradores con apoyo de algunos oficiales del Ejército y el poder es asumido por el general Santos Acosta, quien entrega el mando el 1 de noviembre de 1868 al general Santos Gutiérrez, elegido constitucionalmente.


    El quinto es un golpe civil promovido por el vicepresidente José Manuel Marroquín el 31 de julio de 1900 contra su superior jerárquico del mismo partido, el presidente titular Manuel Antonio Sanclemente quien, por motivos de enfermedad, había prácticamente abandonado sus funciones y se había retirado a su casa de campo en tierra caliente en el municipio de Villeta21. El último es el gobierno de Rojas Pinilla y de la Junta Militar que lo sucedió, para un total de cinco años y tres meses. Para establecer el contraste recordemos que Venezuela, durante el mismo período de 128 años que va de 1830 a 1958, momento de la caída del dictador Pérez Jiménez y de inicio del llamado Pacto de Punto Fijo (que dio lugar a una secuencia de gobiernos elegidos en las urnas que aún perdura), sólo tuvo cinco presidentes civiles para un total de siete años y medio de mandato civil22.
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    Las relaciones con la Iglesia


    Por Chapete. El Tiempo, 28 de septiembre de 1958. La caricatura alude probablemente al hecho de que la Iglesia de la Porciúncula de Bogotá fue atacada por la policía con gases lacrimógenos el 5 de mayo de 1957, pocos días antes de la salida de Rojas Pinilla del poder.


    El gobierno de Rojas Pinilla es efectivamente una dictadura en el sentido en que durante todo el período se concentra el poder en una sola persona y se suspenden los mecanismos propios de un régimen democrático: el General no llega al poder como resultado de un proceso de elección popular y su legitimidad, otorgada por una Asamblea Nacional Constituyente que hacía las veces de órgano legislativo sustituto, es precaria dado el carácter inconstitucional de este organismo y el hecho de que sus deliberaciones eran controladas por el Presidente. El Congreso no funciona y los mecanismos propios del equilibrio de los poderes públicos se encuentran seriamente alterados: Rojas cierra la Corte Suprema de Justicia a comienzos de su mandato y conforma una nueva con amigos del Gobierno. Pero, sobre todo, durante su período se anula el libre juego de la política ya que los partidos no pueden reunirse por su propia iniciativa ni hacer proselitismo entre sus partidarios.


    Sin embargo, existen elementos que impiden clasificar este régimen como una dictadura militar extrema. No se trata de un gobierno militar que haya impuesto sus propios intereses en nombre de un grupo particular sino, por el contrario, de un gobierno militar bajo tutela civil. El General llega al poder promovido por la gran mayoría de las élites políticas civiles del momento con el mandato transitorio de restaurar el orden en medio de una situación anómica generalizada, resultado de la violencia imperante, y devolver el poder en un lapso que no debía sobrepasar el 7 de agosto de 1958. El gabinete ministerial estaba conformado en su gran mayoría por personal civil perteneciente al sector del Partido Conservador del cual se reclamaba su Gobierno (diez civiles y tres militares). Los sectores liberales que lo habían apoyado inicialmente le retiran el sustento a los dieciocho meses pero el grupo conservador en que se sustentaba mantiene su fidelidad casi hasta el final.


    El gobierno de Rojas no es tampoco una dictadura que se apoye en el uso masivo de la violencia o de la represión generalizada. Existen presos políticos pero no en la magnitud que sus opositores quieren presentarlo23 o, al menos, en proporciones muy inferiores a las demás dictaduras militares del continente. En los acontecimientos dramáticos de la época por los que se le acusa (la muerte de los estudiantes el 8 y 9 de junio de 1954, la masacre de la Plaza de Toros el 4 de febrero de 1955, la explosión de camiones en Cali el 7 de agosto de 1956) difícilmente se puede sustentar una responsabilidad directa de su parte, aunque si de sus subordinados. Frente al gobierno de Laureano Gómez, el gobierno de Rojas Pinilla representa un alivio con respecto a la violencia imperante y a la represión ejercida por el Estado durante los cuatro años anteriores: gracias a los procesos de pacificación y de negociación con los grupos alzados en armas la magnitud de la violencia desciende significativamente.


    Las grandes manifestaciones autoritarias del gobierno de Rojas Pinilla se deben sobre todo a la inclusión de sus acciones en el contexto de la Guerra Fría. A pesar de algunas diferencias con el gobierno de los Estados Unidos, motivadas en algunos casos por la persecución a los protestantes, Rojas mantiene una lucha frontal contra el comunismo, lo cual explica muchos de sus comportamientos. La Asamblea Nacional constituyente de 1954 prohíbe por primera vez en Colombia el comunismo con pena de cárcel. Después del exitoso proceso de amnistía de los primeros meses, el gobierno de Rojas se lanza desde finales de 1954 en una arremetida contra las poblaciones de Villarrica y Cunday, y otros puntos de la región de Sumapaz, bajo la justificación de que allí se encontraban focos comunistas todavía activos, conformados por guerrilleros que no se habían acogido a la amnistía de 195324. La agresión es tan brutal que suscita la protesta de la Dirección Nacional Liberal.


    No obstante, la “tentación autoritaria” no logra consolidar un régimen basado en la fuerza. El General, ante el asombro de sus propios contradictores, decide abandonar el poder cuando se da cuenta de que ha perdido sus últimos apoyos en las élites civiles y en la Iglesia católica, en un momento en que hubiera podido imponerse por las armas y convertir su gobierno en una verdadera dictadura sangrienta. En este sentido guarda similitud con Manuel Odría en Perú, quien decide en un momento dado llamar a elecciones y acepta incluso el fracaso electoral de su candidato preferido25.


    LA “TENTACIÓN POPULISTA”


    Colombia tampoco presenta en su historia la existencia de gobiernos populistas, a pesar de que los componentes populistas si han estado presentes en movimientos políticos de primera magnitud. Los más notables, anteriores a Rojas Pinilla, son el de Jorge Eliécer Gaitán de los años 1940 y, con algunos matices, el “populismo conservador” de Laureano Gómez de la misma época. Aunque en este país se presentan algunos de los factores que hicieron posible el populismo en otros países de América Latina (desigualdad en la repartición del ingreso, concentración de la propiedad agraria, desplazamientos de población del campo a la ciudad, desprestigio de las élites políticas tradicionales, entre otros26) también se presentan factores que fueron obstáculos para su desarrollo, como podemos observar en el caso que nos ocupa.


    El gobierno de Rojas se funda en una “tentación populista”, inspirada en lo que ocurre en otros países del continente, pero no logra finalmente realizar sus aspiraciones en este sentido: la construcción de un aparato de Estado, con rentas fiscales propias y con autonomía de gasto con respecto a los grupos de poder para financiar un proyecto político propio, y la creación de una nueva forma de unidad nacional por encima de los partidos históricos, Liberal y Conservador, que hasta ese momento habían sido los principales baluartes de la cohesión social. Sobre esta base el Gobierno funda su legitimidad en una apelación al pueblo en alianza con las Fuerzas Armadas, en contra de las oligarquías. Las Fuerzas Armadas, como entidad que debía encarnar a la nación, son llamadas por primera vez en la historia de Colombia a servir de fundamento a una representación política de la unidad nacional por encima de los partidos.


    El gobierno de Rojas Pinilla retoma de alguna manera la invitación al pueblo para que se convierta en actor político, que había sido planteada en la década anterior por Jorge Eliécer Gaitán. Conservadores, socialistas, liberales, sindicalistas pero, sobre todo, antiguos gaitanistas, ven en el General la posibilidad de llevar a la práctica la política de Gaitán. Los sectores políticos que apoyan a Rojas son diversos, comenzando por su Ministro de Gobierno, que es un conservador de orientación franquista. Sin embargo, el rescate del pueblo se convierte en el carrefour en el que confluyen los lenguajes de las más diversas agrupaciones.


    Cuando Rojas Pinilla se decide a lanzar su movimiento de la llamada Tercera Fuerza el 13 de junio de 1956, el periódico Jornada, vocero de los grupos gaitanistas, le ofrece su apoyo. En la edición de ese día aparecen mensajes de saludo de artistas, músicos, vendedores de lotería, lustrabotas, barberos, transportadores, trabajadores de compañías, vendedores de dulces, chóferes, fabricantes de pólvora, es decir, el mismo pueblo de Gaitán. El hecho de que un presidente conservador encuentre apoyo entre los sectores gaitanistas se debe precisamente al hecho de que Gaitán había penetrado con su ideología los sectores conservadores. En la leyenda popular que se construye después de su muerte, Rojas aparece como uno de los grandes líderes populares al lado de la legendaria figura de Jorge Eliécer Gaitán.
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    Sensibilidad del régimen dictatorial


    Por Chapete. El Tiempo, 28 de septiembre de 1958. La Secretaría de Asistencia Social y Protección Infantil (SENDAS) era la entidad modelo de la asistencia social a los más pobres durante el gobierno de Rojas Pinilla. Una de las principales acusaciones que se le hace es que importaba juguetes de Alemania para los niños pobres, que en lugar de llegar a su destino, eran vendidos. En algún momento la defensa de Rojas Pinilla sugiere que se trataba de un negocio para sostener el sistema, ya que con el producto de esa venta se compraban juguetes nacionales, que se repartían debidamente.


    Rojas Pinilla recibe también el apoyo de intelectuales vinculados con el gaitanismo, entre los cuales se destaca Antonio García, uno de los principales intelectuales del siglo XX en Colombia, redactor de muchos de los programas y plataformas de Gaitán y asesor de varios gobiernos populistas en América Latina. Cuando Rojas está a punto de abandonar el poder, éste le presenta un memorando de ocho puntos de ejecución inmediata que a su juicio le permitirían permanecer en su posición. García proponía una revolución socialista (no marxista) construida desde arriba y en eso coincidía con la idea de Rojas de un gobierno con una autonomía por encima de los partidos.


    Desde el punto de vista del populismo el gobierno de Rojas Pinilla tiene una inspiración muy fuerte en el peronismo argentino, al menos en dos aspectos. En primer lugar, intenta conformar una relación orgánica entre los sindicatos y el Estado. Las élites políticas habían mantenido el dominio sobre buena parte de los sectores obreros a través de unos sindicatos vinculados con los partidos Liberal y Conservador, uno de ellos estrechamente vinculado con la Iglesia católica. Rojas Pinilla intenta disputarles este dominio a través de la conformación de la Confederación Nacional de Trabajadores (CNT), independiente de las confederaciones patronales, en estrecho vínculo con el Gobierno y por fuera de la influencia de los partidos políticos. En segundo lugar, Rojas Pinilla intenta establecer un vínculo asistencialista entre el Estado y los sectores populares, a través de la creación de una fundación, la Secretaría de Asistencia Social y Protección Infantil (SENDAS), bajo la inspiración de la Fundación Eva Perón en Argentina, y manejada por la familia del Presidente a través de su hija María Eugenia. El impulso de una política social le permite ganar el apoyo de las capas populares y satisfacer demandas provenientes de los sectores militares.
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    La Segunda República


    Si no operamos se nos va…


    Por Merino. La Calle, agosto de 1958. La denominación de Segunda República se da al Frente Nacional que cierra la crisis institucional iniciada en 1949. Se recoge así la tradición francesa que identifica con el nombre de “República” diferentes períodos de su historia posterior a la Revolución (hoy en día Francia se encuentra en la V República). En la caricatura se reconoce el rostro de Carlos Lleras Restrepo.


    El modelo del fascismo europeo de las décadas anteriores, sobre todo de Mussolini en Italia, inspira muchos de los rasgos del gobierno de Rojas Pinilla, como ocurre en otros países de América Latina. Las grandes manifestaciones del Duce sirven de inspiración para la inauguración de la llamada Tercera Fuerza el 13 de junio de 1956 en el estadio El Campín de Bogotá. Además, intenta crear un partido político que represente el interés directo del grupo que monopoliza el aparato del Estado y una ideología, basada en Cristo y Bolívar, que sirva de legitimación al ejercicio del poder. Igualmente, se pone en marcha un complejo sistema de propaganda basada en las modernas tecnologías de los medios de comunicación, que no tenía antecedentes en Colombia, cuyo correlato es la persecución a la prensa que pretendiera constituirse por fuera de las directrices gubernamentales. Pero, sobre todo, se establece el culto a la figura de un dictador con la distribución de imágenes y fotografías del Presidente por todo el país convertido en “Jefe Supremo”. La propuesta política consiste en que el poder se identifique con las características personales de un sujeto llamado Gustavo Rojas Pinilla y no aparezca como un “lugar vacío”, abstracto e impersonal, como es propio de una democracia27.


    Sin embargo, hay que considerar que, al igual que las pretensiones militaristas, las pretensiones populistas del gobierno de Rojas Pinilla terminan finalmente en un fracaso, que obliga al General a abandonar el poder. El Gobierno presenta algunos logros en la construcción de obras públicas y de infraestructura pero no tiene éxito como proyecto político porque no puede realizar las grandes promesas con las que se había comprometido. Este resultado se debe no sólo a las torpezas políticas del General y de su equipo, sino sobre todo a tres factores: en primer lugar, la enorme resistencia que representa el arraigo y la inercia histórica de los partidos políticos tradicionales, como subculturas familiares y regionales, y la subordinación de los sectores populares a la lógica bipartidista; en segundo lugar, la mentalidad de las élites poco dadas a aceptar una concentración del poder en el Estado, que rompa con el modelo liberal de gestión de la economía y con la existencia de múltiples formas de dominación patrimonial y de regulación privada de las relaciones sociales; y en tercer lugar, la ausencia de una simbología de unión nacional y de un Estado fuerte y autónomo frente a las élites económicas y políticas28.


    LA SINGULARIDAD DEL CASO COLOMBIANO


    La caída de Rojas Pinilla representa un gran éxito para las élites políticas del momento, pues logran reinstaurar su forma de dominación oligárquica y su modelo liberal de gestión de la economía. La Junta Militar, que reemplaza a Rojas Pinilla, se pliega desde el primer momento de su llegada al poder a sus exigencias. El Frente Nacional, elitista y excluyente de los sectores populares, en cuyo nombre se lleva a cabo el juzgamiento a Rojas Pinilla, es un pacto de carácter oligárquico, totalmente opuesto a lo que representa un gobierno populista que intente “meterle pueblo” a la democracia.


    El juicio político contra Rojas Pinilla, aunque inicialmente no figuraba en la agenda política del Frente Nacional, se convierte en una especie de ritual orientado a cerrar definitivamente las posibilidades del militarismo y del populismo como alternativas políticas en Colombia y para consolidar una vez más la opción oligárquica. La degradación del General a través de un proceso por mala conducta, y la crítica implacable a su Gobierno liderada por la Gran Prensa, haciendo abstracción de lo ocurrido en el Gobierno anterior de Laureano Gómez, es la estrategia utilizada para impedir la conformación de cualquier tipo de movimiento alrededor de su nombre y para ratificar la anulación de los militares como alternativa de poder y su incapacidad para asumir tareas de gobierno. El enjuiciamiento a la dictadura militar ratifica y pretende enterrar para siempre las aspiraciones en favor de un Estado fuerte y autónomo frente a los sectores económicos y políticos; y de una sociedad civil consolidada e independiente de la división partidista, cualquiera que sea el líder o el grupo que pretenda asumir esta tarea.


    Los resultados corroboran las intenciones políticas. Durante las décadas posteriores los militares nunca lograron convertirse en alternativa de poder. El llamado “ruido de sables” se presenta en varios momentos, algunos de los cuales coinciden incluso con las grandes dictaduras de los años 1970 en Argentina, Chile o Brasil, pero en ningún momento logran acceder al control del Estado. Su máximo logro en términos de manejo del Estado se produce durante el período del presidente Julio César Turbay Ayala (1978-1982), cuando logran plena autonomía en el manejo del orden público.


    El populismo tampoco logra acceder al poder en las décadas siguientes pero sí se conforma un movimiento populista de grandes repercusiones durante los años 1960 que tiene su origen precisamente en el juicio político que se le sigue a Rojas Pinilla en el Congreso. Como está ampliamente ilustrado en esta investigación, el juicio político se escapa rápidamente de las manos de sus promotores y comienza a producir efectos inesperados, hasta el punto de que las élites se ven en la necesidad de darlo por terminado de la manera más expedita posible; sin embargo, para el general Rojas Pinilla se convierte en una plataforma de lanzamiento de su nombre como uno de los principales caudillos populares de los años 1960 en América Latina. A comienzos de esta década se funda la Alianza Nacional Popular, mejor conocida como la ANAPO, un movimiento de carácter populista que termina finalmente por presentar el nombre del General a las elecciones de 1970, en las que es derrotado por el candidato del Frente Nacional con base en un fraude comprobado. Este resultado termina por enterrar definitivamente el fantasma del populismo de la vida política colombiana.


    ¿En qué consiste, entonces, la peculiaridad colombiana con respecto a los demás países de América Latina? Ante la inexistencia de dictaduras militares fuertes, y ante la precariedad de los movimientos populistas, la especificidad del caso colombiano proviene del hecho de que se combinan al mismo tiempo elementos propios de la democracia liberal con elevados niveles de violencia y conflicto. Colombia es un país que no puede ser interpretado en la secuencia temporal de “democracia-dictadura-democracia” (como es el caso de Chile), “populismo-dictadura militar” (como es el caso de Argentina) o gobiernos militares de carácter populista (como es el caso de Brasil). Los ciclos de violencia no se corresponden con interrupciones de la secuencia institucional del país, como ocurre por ejemplo cuando se produce en un país una dictadura militar, sino que se integran al entramado institucional y no ponen necesariamente en cuestión su estabilidad o su continuidad. En síntesis, pues, se trata de una peculiar combinación simultánea de orden y violencia, conflicto y estabilidad institucional.
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    La sinfonía del regreso


    Pérez Jiménez: –Ala, Gurropín, a mí como a ti, tampoco me sonó la flauta. Eso quiere decir, mi querido Marcos, que nosotros ya no ‘soplamos’…


    Por Chapete. El Tiempo, 9 de septiembre de 1958. Marcos Pérez Jiménez, el dictador venezolano, sale exiliado para Santo Domingo el 23 de enero de 1958. Es otro de los dictadores que caen en el mismo momento en que Rojas Pinilla abandona el poder.


    Tenemos muchos estudios que nos permiten comprender en que han consistido las múltiples formas de violencia que ha padecido Colombia desde 1946. Sin embargo, el balance es mucho más precario cuando nos fijamos en los estudios sobre las formas que ha asumido el orden. Como hemos dicho, el orden hace referencia en primer lugar al hecho de que en Colombia existen y funcionan los mecanismos propios de la democracia liberal clásica: las elecciones nunca se interrumpen, el equilibrio entre los poderes públicos se mantiene, el Congreso hace las leyes y fiscaliza la acción gubernamental, los militares aceptan el papel que la Constitución les asigna, el régimen constitucional presenta una gran estabilidad29.


    Pero ese orden, en el momento en que se desarrolla el juicio político contra Rojas Pinilla, también se encuentra relacionado con la existencia de un régimen oligárquico altamente consolidado alrededor de los dos partidos políticos tradicionales, Liberal y Conservador, que hizo posible la construcción y la continuidad del Frente Nacional durante más de 16 años; con la enorme importancia que tiene el Derecho y las discusiones jurídicas dentro de la mentalidad de las élites; con la negación sistemática del conflicto como elemento constitutivo de las relaciones sociales que conduce a convertir el problema del orden social en un problema de orden público; y con el inmenso temor que las élites políticas manifiestan frente a la posibilidad de irrupción de los sectores populares (las “clases peligrosas”) en la política.


    El análisis del juicio político contra Rojas Pinilla que presento en este libro ha sido aprovechado precisamente para ilustrar los diferentes componentes del orden que las élites políticas del momento pretendían impulsar y que, junto con la violencia, nos permiten entender la peculiaridad de Colombia en el concierto de los países de América Latina. Todo esto está profusamente ilustrado en el texto y por consiguiente me abstengo de entrar en más detalles.


    _________________________
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        4 A lo largo de este trabajo utilizaremos la expresión Gran Prensa como sustantivo propio para dar cuenta del conjunto de periódicos nacionales que tienen en ese momento una enorme influencia en la opinión tanto en la capital (El Tiempo, El Espectador, El Siglo, La República) como en la provincia (El País, El Colombiano, La Patria, entre muchos otros). Los periódicos regionales servían de caja de resonancia a las directrices de los periódicos nacionales.
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    CAPÍTULO I


    PRESENTACIÓN


    CARACTERÍSTICAS GENERALES DEL JUICIO


    Entre el 19 de agosto de 1958 y el 3 de abril de 1959 se lleva a cabo en el Congreso de la República de Colombia un juicio político contra el Teniente General Gustavo Rojas Pinilla, Presidente del país en nombre de las Fuerzas Armadas durante el período comprendido entre el 13 de junio de 1953 y el 10 de mayo de 1957, momento en que abandona el poder de manera incruenta, después de nombrar una junta de cinco militares para que concluyan su mandato, que debía terminar el 7 de agosto de 1958.


    La posibilidad de un retorno al país del General, después de su salida para España el día mismo de la entrega del poder, despierta toda clase de temores en las élites políticas del momento30 y genera un ambiente de conspiración basado en la idea de que aún podía conservar lealtades dentro de las Fuerzas Armadas o podía suscitar el apoyo popular, si regresaba al país a reclamar el poder. El gobierno de Alberto Lleras Camargo (1958-1962) en ningún momento lo había solicitado en extradición para que viniera a responder por los actos de su Gobierno, pero desde el momento en que anuncia que volvería al país en agosto de 1958 a enfrentar cargos judiciales, se ve obligado a organizar un juicio en su contra, propiciado por las circunstancias. El enjuiciamiento no estaba en el proyecto de nadie y, aunque existía un expediente contra Rojas y los altos funcionarios de su administración organizado por mandato de la Junta Militar a los pocos días de su posesión, el proceso se llevó a cabo de una manera más o menos improvisada desde el momento en que el regreso al país del General se hizo inminente e inevitable. Rojas pedía que el escenario de este proceso fuera la Corte Suprema de Justicia, un tribunal especial o una corte marcial, pero el Gobierno prefería el Congreso por ser el espacio de su conveniencia, dado el dominio abrumador de que disponía en ambas cámaras31.


    Además del Congreso de la República el juicio se desarrolla en el escenario de la opinión pública y tiene repercusiones en las calles, en las manifestaciones, espontáneas u organizadas, de apoyo o de rechazo a lo que sucede en el Parlamento, que se convierten en una “caja de resonancia” del proceso. La Gran Prensa, como principal aparato formador de opinión en ese momento, es uno de los principales protagonistas del juicio, desarrolla su propio juzgamiento y presenta sus propios cargos. Los grandes periódicos consideran, casi por unanimidad, que Rojas ya había sido juzgado el 10 de mayo de 1957, y el juicio ante el Senado no es otra cosa que una especie de “segunda instancia” de un proceso político y judicial ya fallado por la opinión pública. La inteligibilidad del juicio exige considerar de manera amplia estos tres escenarios.


    El General fue juzgado por “delitos menores” y no por aquellas actuaciones verdaderamente significativas y polémicas, en las que pudo haber tenido parte de responsabilidad durante el ejercicio de su mandato como es el caso, por ejemplo, del hecho mismo de haberse tomado el poder apoyado en la fuerza militar el 13 de junio, de la matanza de los estudiantes en el centro de Bogotá los días 8 y 9 de junio de 1954, de los incidentes de la Plaza de Toros de Santamaría de Bogotá el 5 de febrero de 1956 que tuvieron como resultado varios muertos y heridos, de la explosión de siete camiones cargados con dinamita el 7 de agosto de ese mismo año en Cali, de la censura de prensa a los principales periódicos del país (El Tiempo, El Siglo y El Espectador, entre otros), del uso del financiamiento estatal para la prensa oficial, de las supuestas complicidades con los “pájaros”32 del departamento del Valle del Cauca o de la represión brutal de los reductos de la Violencia en los municipios de Villarrica y Cunday entre los meses de marzo y junio de 1955, entre muchos otros aspectos33. La idea, por el contrario, era juzgarlo por aquellos cargos en los que fuera posible asignarle una responsabilidad exclusiva, que no comprometiera a otros funcionarios de su Gobierno, ni a los miembros de la Junta Militar, y que tampoco tuvieran nada que ver con lo sucedido durante el gobierno de Laureano Gómez y Urdaneta Arbeláez (1950-1953).
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    Congresista conservador “independiente”


    Por Merino La Calle, 1 de agosto de 1959. Rojas Pinilla fue apoyado durante el juicio político en el Congreso por un grupo de congresistas conservadores que tomaron el nombre de “Los independientes”. El caricaturista sugiere que son títeres de Rojas Pinilla.


    La Junta Militar de Gobierno el 21 de mayo de 1957, once días después del famoso 10 de mayo (día de la renuncia de Rojas a la Presidencia de la República) crea la Comisión Nacional Asesora de Instrucción Criminal, encargada de levantar un expediente contra los funcionarios públicos que hubieran tenido responsabilidades “durante los últimos tiempos” en el mal manejo de la gestión gubernamental. El 2 de septiembre de 1958, la Cámara de Representantes recibe un informe parcial de esta comisión en el que se presentan once cargos, que serán completados con otros más durante los meses siguientes. No obstante, las acusaciones contra Rojas Pinilla van mucho más allá de los que presenta esta Comisión y, por consiguiente, los debates que se dan en el Senado de la República no se limitan simplemente a considerar los cargos formales, sino también los que proceden de la prensa, de otras instituciones estatales o de sectores de la sociedad civil. Nunca en la historia de Colombia un ex mandatario ha sido acusado de tantas irregularidades.


    La Cámara de representantes nombra una Comisión de Acusación para que se ocupe de tipificar los cargos contra el acusado. Esta comisión trabaja a su propio ritmo y presenta en fechas diferentes un informe ante la Cámara en pleno sobre tres aspectos específicos, que da lugar a la aprobación por parte de este organismo de una acusación formal ante el Senado de la República.


    El primer cargo, llamado comúnmente “proceso de contrabando de ganado” o de abuso de autoridad, hace referencia al hecho de que el Presidente, en noviembre de 1954, había dado la orden al administrador de la aduana de Cali de devolver 180 cabezas de ganado que habían sido decomisadas y estaban a punto de ser rematadas, por no cumplir con los requisitos que les permitían tener una exención del arancel de ingreso al país. El segundo cargo, llamado comúnmente “proceso de concusión” o de “indignidad por mala conducta”, hace referencia al hecho de que el Presidente había utilizado su investidura para incidir en el gerente de la Caja Agraria para que otorgara préstamos a unos colonos de tal manera que tuvieran facilidades para adquirir las parcelaciones de una finca de su propiedad; había hecho gestiones para obtener préstamos bancarios de manera irregular en la Caja Agraria y otros bancos, públicos y privados; y presentaba un incremento desmesurado en su patrimonio. El tercer cargo, llamado comúnmente “proceso de las libertades arbitrarias”, hace referencia al hecho de que el Presidente había intervenido de manera directa, incluso con el uso de la fuerza pública, en la liberación del señor León María Lozano, el llamado Cóndor de Tuluá (organizador de los llamados “pájaros” en el departamento del Valle del Cauca); de tres presos comunes en la isla de San Andrés (Harold Forbes, Ulid Livingston y Francis P. Watson); y uno en un municipio del departamento de Cundinamarca (Darío Sierra). De este tercer cargo es exonerado en sesión secreta del Senado el 20 de enero de 1959: por prescripción de los términos de la responsabilidad, en los casos de El Cóndor y los presos de San Andrés; y por falta de pruebas, en el caso de Darío Sierra. El acusado renuncia a la prescripción el 22 de enero pero aún así el proceso nunca se reabre.


    La primera etapa del proceso se desarrolla durante el segundo semestre de 1958, período durante el cual se llevan a cabo las discusiones preliminares sobre aspectos procedimentales y la Cámara de Representantes presenta formalmente los cargos ante el Senado, que constituyen el expediente definitivo. Esta etapa se cierra con la comunicación a Rojas Pinilla el 18 de diciembre del auto de proceder por el segundo de los cargos formulados, que se acumula al primer auto de proceder que ya le había sido presentado el día 22 de noviembre. A partir de allí comienza la actuación exclusiva del Senado de la República entre el 22 de enero de 1959, día en que se produce la inauguración oficial del juicio y el 2 de abril del mismo año, cuando se comunica la sentencia al acusado. Esta segunda etapa comprende el interrogatorio por parte del Senado, las intervenciones del acusador, del defensor, del vocero y del propio Rojas Pinilla y, finalmente, el veredicto y la sentencia.


    El general Rojas regresa al país el 11 de octubre de 1958, es hecho prisionero el 3 de diciembre de ese mismo año y confinado a permanecer en una fragata en alta mar en el Caribe y, posteriormente, en las salinas de Galerazamba al norte del país. Renuente a declarar en un principio ante el Senado de la República, accede finalmente a hacerlo y, después de una audiencia de siete semanas, es condenado por cuarenta y cinco votos a favor, diecisiete en contra y cinco en blanco, y con la inasistencia de trece senadores, entre ellos dos de sus principales acusadores (los futuros presidentes Belisario Betancur y Carlos Lleras Restrepo). El General es declarado indigno por “mala conducta en el ejercicio del cargo de Presidente de la República” y condenado a la pérdida perpetua de los derechos políticos y de su pensión de ex presidente y de general en retiro. La Corte Suprema de Justicia lo exonera de estos cargos cinco años después.


    La opinión política corriente e, incluso, una parte de la bibliografía académica, han tratado de desconocer y devaluar el significado del juicio político contra Rojas, considerándolo simplemente como una “teatralización inocua”, una “comedia sin sentido” o una “farsa”34. Y en efecto el juicio, como ya hemos observado, no es llevado a cabo con la intención de hacer un juicio de responsabilidad política o de construir sentido alrededor de lo sucedido durante los años 1950 sino con unos objetivos limitados, determinados por la inevitabilidad de su presencia en el país: frenar las supuestas aspiraciones políticas del general de regresar al poder y anular de manera real y simbólica el temor que inspiraba su figura. Sin embargo, la idea que presentamos aquí va en dirección contraria.
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    El que espera


    …Y pensar, que por pisar el Capitolio, apretar una tenaza y dar un pupitrazo, engordan con sus dietas mientras tú y yo reventamos, ¡oh triste ‘can hermano de los parias’!


    Por Jogar. La República, 22 de agosto de 1959. La “tenaza” es el nombre dado por los conservadores partidarios del ex presidente Ospina Pérez al bloque de liberales y conservadores que conforma el Frente Nacional. Alusión al poema Anarkos del poeta Guillermo Valencia que dice “Mísero can hermano/ de los parias, tú inicias la cadena/ de los que pisan el erial humano/, roídos por el cáncer de su pena;/ es su cansancio igual a tu fatiga,/ como tú se acurrucan en los quicios/ o piden paz, sin una mano amiga,/ al silencio de oscuros precipicios”.


    La propuesta es que hay que devolver a este juicio su dignidad como un acontecimiento significativo en el tránsito de la Violencia de los años cincuenta, y del período de gobierno militar (1953-1958), al Frente Nacional. El juicio sí se puede interpretar como una teatralización, pero no en el sentido peyorativo que se da a esta denominación en la bibliografía. El juicio es, efectivamente, una “mise en scène” de los principales factores de poder35 que en ese momento dominan el ámbito político nacional y una especie de “ceremonia colectiva”, en cuyo marco se producen y se manipulan imágenes y símbolos (el “gobernante caído”, el “acusado acusador”, el “Presidente destronado”, el “hombre vencido”); se crean efectos que favorecen la identificación con los representantes simbólicos del poder o con los que luchan contra él (liberales y conservadores en todos sus matices, laureanistas vs. anti-laureanistas, “independientes”); se construyen ilusiones y apariencias en diversos sentidos (la “civilización” del Frente Nacional contra la “barbarie”); pero, sobre todo, se elabora una retórica y unos contenidos que permiten, hasta donde es posible, llenar las carencias de un discurso justificatorio de unas realidades efectivas e innegables que se encuentran en ese momento sobre el escenario (la crisis de institucionalidad y los hechos de violencia de los últimos años), que habían abierto inmensas brechas en el ejercicio del poder y en la dinámica del bipartidismo como forma primordial y exclusiva de ejercicio de la dominación política.


    LA VIOLENCIA DE LOS AÑOS CINCUENTA


    El primer referente histórico en que se inscribe el juicio político contra Rojas Pinilla es el período de la llamada Violencia (con mayúscula), cuyos comienzos se remontan al segundo semestre de 1946. Como consecuencia del derrumbe de la llamada República Liberal (1930-1946) por la elección de un presidente conservador (Mariano Ospina Pérez, 1946-1950), y frente a las expectativas creadas por las elecciones legislativas de 1947 (que debían renovar el Congreso de la República de mayoría liberal en ese momento), comienzan a aparecer en diversos lugares del país una serie de asesinatos selectivos con color político36, que se van expandiendo cada vez más hasta alcanzar la cifra de catorce mil muertos en 1947. A partir de ese momento se desata un conflicto de violencia que, a pesar de las diferencias en su desarrollo, se sostiene hasta mediados de los años 1960.


    La Violencia se caracteriza por una extraordinaria heterogeneidad de una región a otra en lo que tiene que ver con los intereses en juego, el tipo de actores que la impulsan, la naturaleza de los conflictos sociales presentes en cada zona, las modalidades que asume37. Sin embargo, las dos características más representativas del fenómeno son el enfrentamiento entre liberales y conservadores, y las formas extremas de sevicia y de crueldad que presentan los crímenes cometidos en nombre de estas dos colectividades políticas38. El elemento común que nos permite identificar la unidad del fenómeno es la omnipresencia del enfrentamiento partidista y todo lo que se le encuentra asociado. De acuerdo con los términos utilizados por un campesino en una entrevista, es “la época en que la gente se mataba por la política”39.


    La Violencia pasa por diferentes períodos. En un primer momento, entre 1946 y 1949, se desarrolla de manera prioritaria en las ciudades y en el escenario político nacional, con una participación muy activa de las élites políticas en su promoción y desarrollo, a través de la prensa y los debates parlamentarios. El 9 de abril de 1948, cuando cae asesinado el líder político Jorge Eliécer Gaitán y las turbas destruyen a Bogotá en lo que se ha conocido en la prensa internacional como el “Bogotazo”, no constituye el comienzo de la Violencia pero sí representa un elemento acelerador del conflicto. Como consecuencia de este suceso los líderes nacionales de ambos partidos políticos cierran filas alrededor de un pacto llamado Unión Nacional, consistente en la repartición del poder entre ambos partidos, que comenzaba con el nombramiento de un ministro de gobierno de afiliación liberal, distinta a la afiliación conservadora del entonces Presidente de la República. La Unión Nacional perdura hasta el 21 de marzo de 1949, cuando se disuelve sobrepasada por el crecimiento del enfrentamiento y del clima de beligerancia existente A mediados de 1949, después de la ruptura de este pacto, la violencia se generaliza sin trabas en el conjunto del país, con el agravante de que los liberales se retiran de las elecciones presidenciales previstas para el 29 de noviembre de ese mismo año.


    El momento más álgido se presenta durante los años 1949-1953, cuando las cifras de muertos alcanzan dimensiones que nunca van a ser superadas en los años posteriores de la historia de Colombia40. Este período coincide con el ascenso al poder del líder político conservador Laureano Gómez, en nombre del Partido Conservador, uno de los principales instigadores de la violencia durante la segunda mitad de los años 1940. Gómez es reemplazado por motivos de enfermedad el 31 de octubre de 1951 por el designado Roberto Urdaneta Arbeláez, para que concluya su mandato.
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    Encartado en las Canarias


    ¿Con qué se escribe PAZ?


    “Gurropín: –¿con qué se escribe PAZ? /–Si es la suya, con S… Gurropín: –¿con que se escribe libertad? / –Si es la suya, con V de vaca… ¿Y justicia? /–Vamos: si es la suya, es mejor que se busque otra palabreja…”. Por Chapete. El Tiempo, 24 de agosto de 1958. “Paz, justicia y libertad” era el lema del gobierno de Rojas Pinilla. Las Islas Canarias es el lugar que Rojas escogió para su exilio después del 10 de mayo de 1957.


    Las élites de los partidos políticos liberal y conservador, preocupadas por el desarrollo de un conflicto que se había salido de sus manos, se preocupan por encontrar una salida. La primera alternativa escogida consiste en impulsar en 1953 un “golpe militar” sui géneris, que cuenta con el apoyo de todos los sectores políticos (salvo los partidarios del Presidente derrocado y los comunistas), que lleva al poder a uno de los militares más reconocidos del momento, el general Gustavo Rojas Pinilla. La medida era absolutamente insólita dentro de la tradición política colombiana, porque los militares habían desempeñado siempre un papel secundario frente a las élites civiles y habían sido respetuosos de la reglas constitucionales de ejercicio y de transmisión del poder41. El nuevo Gobierno, como veremos ampliamente más adelante, ofrece una amnistía para los alzados en armas y representa, sin lugar a dudas, al menos en sus inicios, una desaceleración de la violencia y una desarticulación de los factores del conflicto en buena parte del territorio nacional durante el resto del año 1953 y comienzos de 195442.


    Rojas Pinilla se mantiene sin sobresaltos durante los primeros dieciocho meses. Sin embargo, con el paso del tiempo su desprestigio creciente, su intento de organizar una tercera fuerza política por fuera de los partidos tradicionales del país y los temores creados por la posibilidad de que se prolongara su permanencia en el poder más allá de 1958, crean las condiciones para que se organice un movimiento de opinión que lo obliga a renunciar a la Presidencia el 10 de mayo de 1957, sin terminar el período para el que había sido nombrado. En su lugar, y con base en un acuerdo con las élites civiles, el mismo Rojas Pinilla nombra una Junta Militar de Gobierno que dirige al país durante quince meses hasta el 7 de agosto de 1958.


    La Violencia, después de la tregua de 1953, se prolonga por unos años más en los departamentos de Caldas, Valle, Tolima, y una parte del Cauca y del Huila, sobre todo gracias a la economía del café que le sirve de apoyo y de impulso43. La instauración del llamado Frente Nacional en 1958, como pacto de concordia entre liberales y conservadores, significa que los grupos en armas pierden la cobertura ofrecida, de manera formal o informal, por los partidos políticos. Comienza en ese momento lo que se conoce con el nombre de la “época del bandolerismo”. Los antiguos grupos armados que aún quedaban van degenerando poco a poco en la delincuencia común y muy pocos hacen el tránsito hacia las nuevas formas de violencia política, propias de las guerrillas de los años 196044. La muerte de Efraín González, uno de los últimos bandoleros aún activos, el 9 de junio de 1965, en un gigantesco operativo militar de cinco horas contra la casa en que se refugiaba en el barrio San José del sur de Bogotá, constituye el símbolo del final de una época.


    LA CRISIS DE LEGITIMIDAD


    El segundo referente histórico en que se inscribe el juicio político contra Rojas Pinilla es la crisis de legitimidad45 en el ejercicio del poder que se había desatado en el año de 1949, y a la cual el llamado pacto del Frente Nacional pretendía poner fin en 1958. La irrupción de la Violencia, a partir del segundo semestre de 1946, había trastornado de manera paulatina el panorama político.


    La legitimidad del ejercicio del poder había estado definida en Colombia en el espacio constituido por los partidos políticos tradicionales. Aunque las terceras alternativas políticas eran prácticamente inconcebibles en un régimen político dominado de manera exclusiva por dos partidos, y aunque la historia colombiana había estado marcada por una sucesión de hegemonías de partido46, existía una forma de legitimidad del ejercicio del poder que estaba garantizada, al menos, por tres aspectos: la participación de ambos partidos en los procesos electorales, la colaboración en el gobierno del partido opositor47, o la conservación de los elementos básicos de lo que es una democracia, como es el respeto por las normas constitucionales, el equilibrio entre los poderes públicos y la vigencia de los derechos fundamentales. Si bien los conservadores se habían abstenido de participar en las contiendas electorales entre 1932 y 1946, cuando reconquistan el poder con Mariano Ospina Pérez, los dos últimos elementos estaban presentes durante este mismo período y daban al régimen político, y al partido en el poder, un mínimo de legitimidad.


    Durante una primera época entre 1946 y 1949, a pesar del elevado número de muertes violentas, ciertas condiciones del juego bipartidista aún se sostienen: el Congreso funciona y los debates parlamentarios tienen una inmensa repercusión a nivel nacional; se presenta una lucha entre los partidos políticos en la contienda por las elecciones presidenciales y parlamentarias de 1946 y 1947; a la cabeza del Gobierno se encuentra un presidente civil; las relaciones políticas y personales entre los líderes de los partidos se mantienen. El 9 de abril de 1948, a pesar de la gravedad del acontecimiento, no representa una ruptura inmediata de las relaciones entre liberales y conservadores y, por el contrario, genera una estabilidad transitoria en las formas de dominación bipartidista. La ruptura definitiva se produce en el momento en que, como consecuencia del crecimiento de la violencia y de la persecución que sufre el Partido Liberal48, los liberales deciden no participar con su candidato en la contienda electoral del 5 de noviembre, que debía elegir presidente para el período 1950-1954.


    Carlos Lleras Restrepo, el Director del Partido Liberal en ese momento, en discurso pronunciado en el Congreso de la República el 28 de octubre de 1949, hace la denuncia de la persecución y del atropello de que son víctimas sus partidarios, de la complicidad de las autoridades y de la impunidad que cubre todas sus acciones. A través de estos métodos, afirma, se pretende “ganar unas elecciones”, “dar un título al candidato del Partido Conservador” […] acomodar “a su antojo” el gobierno […] toda la organización electoral” y rodear las votaciones […] “de ametralladoras y bayonetas”. Como en estas condiciones no hay “un título jurídico que la nación pueda reconocer” al ganador, Lleras anuncia la “terminante notificación” de declarar rotas las relaciones entre los dos partidos: “El Partido Liberal no reconocerá las elecciones sí llegan a verificarse; no reconocerá sus resultados” porque lo que ha habido, a lo largo de varios meses, es “una farsa sangrienta, una comedia en que alterna la voz de la hipocresía con la de los fusiles oficiales y la de los pistolas de los criminales a sueldo”49.


    Poco antes del retiro de los liberales de las elecciones el presidente Ospina Pérez había mandado la tropa a cerrar el Congreso de la República, como reacción al hecho de que la mayoría liberal de esta corporación estudiaba la posibilidad de hacerle un juicio político. El 9 de noviembre de 1949, mediante el Decreto 03518, se establece el estado de sitio, en aplicación del Artículo 121 de la Constitución, que se mantiene durante ocho años, nueve meses y veinticuatro días, hasta que es levantado por Alberto Lleras Camargo el 27 de agosto de 1958, como resultado, según el periódico El Tiempo, de la política del Frente Nacional50. En el marco de esta situación de excepcionalidad se expiden una serie de decretos que restringen las funciones de la Corte Suprema de justicia; disuelven el Congreso, las asambleas y lo concejos municipales hasta “que la situación del país lo permita”; establecen la censura de prensa y facultan al Gobierno para cerrar los medios de comunicación (prensa y radio); suspenden las manifestaciones públicas, y otorgan facultades especiales a los gobernadores para controlar el orden público51.


    El hecho real y cierto es que a partir de 1949, con la declaratoria del estado de sitio en todo el territorio nacional y con el cierre del Congreso, se constituyen en Colombia algunas de las condiciones de lo que el sociólogo francés François Bourricaud llamaría una “dictadura blanda”52, es decir, un régimen que suspende algunos de los mecanismos fundamentales del ejercicio de la democracia, como es el caso de la independencia y el equilibrio de los poderes públicos y las libertades ciudadanas, que impide el libre juego de la política y de la competencia por el acceso al poder, y que intenta perpetuarse hacia el futuro. Este período comprende el final del mandato de Ospina Pérez, pero sobre todo los gobiernos de Laureano Gómez y Roberto Urdaneta Arbeláez (1950-1953), Gustavo Rojas Pinilla (1953-1957) y la Junta Militar (1957-1958)53. Desde esta perspectiva Rojas Pinilla no “inventa” la dictadura, como ha querido ser presentado por los partidarios del Frente Nacional, sino que simplemente se inscribe en una secuencia que proviene de los años anteriores54. Como veremos en seguida, todos los gobiernos de este período, en contraste con los gobiernos anteriores, presentan graves problemas de legitimidad.
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    Megalomanía epidémica


    Bueno y desde cuando les dio a ustedes por creer que son Rojas Pinilla!


    Por Samper. La República, 25 de agosto de 1959. La caricatura es una manera de afirmar que Rojas Pinilla estaba loco. Parafraseando una frase de Lacan sobre Napoleón, se podría interpretar en el sentido de que cualquiera que se crea Rojas Pinilla está loco, así sea Rojas Pinilla.


    La legitimidad del gobierno de Laureano Gómez es puesta en cuestión por el hecho de que accede al poder en unas elecciones en las que sólo participa un grupo político y porque, como ya hemos observado, estuvieron rodeadas por el más alto clima de violencia que haya conocido la historia de Colombia55. La democracia colombiana siempre había estado fundada en el juego de la oposición entre los partidos Liberal y Conservador, aún en el marco de las hegemonías de uno de los dos partidos; pero ahora se funda en el ejercicio del poder por parte de un solo partido, con exclusión radical del otro. Se trata en la práctica de una dictadura, donde no hay poderes públicos independientes que se fiscalicen mutuamente y no funciona el órgano legislativo. Las elecciones al Congreso se llevan a cabo en 1951 y en 1953, pero sin la participación de los liberales y de algunos sectores del conservatismo. La ausencia de Congreso tiende a ser suplida por una Asamblea Nacional Constituyente y la ley se convierte en la voluntad del gobernante: cuando Laureano Gómez cae enfermo, por ejemplo, no se respetan las reglas de juego de la sucesión presidencial, sino que el propio Laureano, en un acto puramente arbitrario, nombra a Roberto Urdaneta Arbeláez como su sucesor a través de un decreto presidencial, cuando el derecho a reemplazarlo estaba en cabeza del liberal Eduardo Santos, nombrado según los parámetros constitucionales.


    El gobierno de Rojas Pinilla, que se constituye gracias a un golpe combinado de fuerza y de opinión, presenta igualmente signos de ilegitimidad evidente. El Gobierno se apoya más en la opinión, como fundamento de legitimidad del poder, que en los mecanismos clásicos de una democracia. La Asamblea Nacional Constituyente, que no había sido constituida para nombrar presidentes, termina dándole legitimidad al “golpe de Estado” el 15 de junio de 1954 y renueva el mandato presidencial de Rojas durante el período 1954-1958. El Gobierno se desarrolla en el marco de la vigencia del estado de sitio, impide de manera explícita y directa el libre juego de la política bipartidista, acentúa la censura de prensa proveniente del Gobierno anterior, prohíbe el comunismo y carece de los controles propios del equilibrio de los poderes públicos; el Congreso no funciona, la Asamblea Nacional Constituyente sólo se reúne esporádicamente para crear la “ilusión” de un juego democrático, la Corte Suprema de Justicia es nombrada por el propio Presidente56.


    La ilegitimidad del ejercicio del poder también está presente durante el período de la Junta Militar. De hecho, la conformación de un gobierno de cinco militares es una propuesta que proviene de un grupo de civiles y el nombramiento efectivo de estas personas en tan alto cargo es llevado a cabo por el propio Rojas Pinilla, que elige a dedo a sus sucesores. El plebiscito de 1957, convocado por el propio gobierno militar, le da visos de legitimidad a la Junta a través de una votación popular en la que se avala su ejercicio del poder.


    EL GOBIERNO MILITAR, EL FRENTE NACIONAL Y SUS CONTRADICCIONES


    El tercer referente histórico en que se inscribe el juicio político que hacen referencia a lo que fueron los gobiernos de Rojas Pinilla y de la Junta Militar de Gobierno, que lo sucedió hasta el 7 de agosto de 1958. Dado que el contenido de los debates que se desarrollan durante el juicio están especialmente marcados por la referencia a lo sucedido durante estos cuatro años y tres meses hemos dedicado un capítulo especial (II) a una descripción minuciosa de las características de estos gobiernos, a sus encrucijadas y ambivalencias. Consideramos fundamental que el lector tenga una información exhaustiva de lo sucedido durante este periodo, para la cabal comprensión del proceso político de enjuiciamiento que se lleva a cabo en el Congreso de la República.


    El cuarto referente histórico en que se escribe el juicio político contra Rojas Pinilla es el pacto político del Frente Nacional, elevado a la categoría de norma constitucional por el plebiscito del 1 de diciembre de 1957. Las élites políticas liberales y conservadoras, ante la situación de ilegitimidad en el ejercicio del poder y en el marco de una violencia que aún continuaba, ensayan una segunda alternativa, después del fracaso del régimen militar, consistente en la elaboración de un acuerdo político entre liberales y conservadores de alternar y compartir el poder por un plazo de doce años a partir de 1958, postergado luego a dieciséis con aditamentos como la paridad en la administración, primero hasta 1968, luego hasta 1974 y finalmente hasta 197857.
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    Aeropuerto de Techo


    ¿A qué horas llega el avión de las islas Canarias?


    Por Merino. La Calle, 29 de agosto de 1958. Entre los meses de agosto, septiembre y octubre de 1958 se especulaba de manera permanente sobre la fecha de llegada de Rojas Pinilla, el tipo de vuelo que iba a tomar o el lugar en que se encontraba (Canarias, Madrid, París). Aquí aparece “La Justicia” pidiendo esa información.


    El pacto del Frente Nacional parte de un diagnóstico sobre la Violencia de los años cincuenta como resultado del enfrentamiento partidista por el reparto burocrático del Estado, que finalmente resultó correcto ya que tuvo éxito en la terminación del enfrentamiento entre liberales y conservadores58. Al decir de Alberto Lleras Camargo, el principal impulsor del acuerdo, “la experiencia, dura, sangrienta y prolongada, nos ha enseñado que si cualquiera de los dos partidos pretende excluir al otro radicalmente del manejo de la cosa pública […], la violencia crece como un hongo fatídico”. Y, por consiguiente, la solución propuesta consiste en “un gobierno de los dos partidos, ejecutado a nombre de los dos, con su responsabilidad conjunta, y apoyado por una fuerza política […] para que lo defienda y lo mantenga, le asegure el respaldo de la opinión ciudadana y lo haga inmune al sectarismo”. Esta formula constituye entonces “la cura inmediata de esta situación de crisis”59.


    El Frente Nacional, con el regreso a la fórmula de compartir el poder por parte de los dos partidos políticos y, sobre todo, con la deslegitimación del uso de la violencia en su nombre, pretende, entonces, reconstruir las condiciones de legitimidad que definían el juego de la política antes de la ruptura del pacto de Unión Nacional en 1949 que, aunque restringida a sólo dos grupos políticos, había sido la fuente fundamental del ejercicio del poder; e intenta recrear de nuevo la institucionalidad alterada por la Violencia y los cinco años y dos meses de gobierno militar. Sin embargo, no era fácil retomar el hilo de los acontecimientos, cuando los crímenes y las exacciones resultado de los enfrentamientos entre liberales y conservadores estaban allí como un trasfondo, imposibles de negar y de desconocer. Además, la Violencia había transformado a Colombia: la migración del campo a la ciudad había aumentado aceleradamente y la población se había concentrado en las seis ciudades más importantes; la estructura social se había transformado y habían surgido nuevos sectores sociales; la religión católica había perdido parte de su ascendiente sobre la población; los partidos políticos tradicionales se habían desprestigiado como consecuencia de su enfrentamiento; las relaciones sociales en el campo y la organización del trabajo y el capital habían sufrido cambios fundamentales60.


    Más allá del éxito relativo obtenido por el Frente Nacional en la terminación del enfrentamiento partidista de los años 1950, que es imposible desconocer, este pacto estaba atravesado por un sinnúmero de contradicciones, que hacían difícil el libre juego de un régimen democrático y, por consiguiente, el mantenimiento de la diferencia entre la vigencia, la autonomía y el carácter abstracto e impersonal del Derecho, con respecto al Estado y al ejercicio del poder, que hiciera posible el juicio político a un ex presidente, con el pleno cumplimiento de las normas legales y constitucionales y no como la expresión de las voluntades de los actores políticos comprometidos, revestidas de un ropaje legal61.


    La primera contradicción tiene que ver con el hecho de que el Frente Nacional, que se presenta como la restauración de la democracia plena, institucionaliza el cierre del régimen político, al instituir la prohibición constitucional de acceder al poder a los que estén por fuera del pacto. El Artículo 1 del Acto Legislativo N.º 1 de 1959, que se encontraba en proceso de discusión en el Congreso y en los círculos políticos en el momento en que se desarrolla el juicio contra Rojas Pinilla, establecía que la elección de presidente que se hiciere contraviniendo “la disposición constitucional de la alternación entre el Partido Liberal y el Partido Conservador hasta 1970, inclusive, sería nula”62. Y de hecho, en las elecciones presidenciales de 1962, la oposición al sistema del Frente Nacional, representada por la Alianza Nacional Popular (ANAPO) grupo que se había conformado alrededor de Rojas Pinilla, y el Movimiento Revolucionario Liberal (MRL) de Alfonso López Michelsen, obtuvieron el 38% de los votos, pero fueron declarados nulos por las autoridades electorales. Además de la prohibición constitucional, los periódicos participan en la exclusión, ya que no solo hacen una inmensa campaña de promoción del pacto, sino también de desprestigio de sus opositores. Jorge Leyva, por ejemplo, el candidato competidor de Alberto Lleras Camargo en las primeras elecciones del Frente Nacional, es considerado por el periódico El Tiempo como alguien que quiere levantar la negra bandera de la barbarie”, “reinstaurar el odio” y “volver a los días de la violencia sectaria”63.


    La segunda contradicción tiene que ver con que el pacto había significado un realineamiento en un solo bando de los antiguos enemigos, con todo el costo político que este hecho representaba en términos de conflicto y legitimidad. Los sectores políticos que habían participado en los gobiernos del período 1949 y 1958 eran ahora socios de las nuevas condiciones de legitimidad; y los liberales, que habían estado en la oposición durante todo este período, tenían que entenderse ahora con los mismos que pocos años atrás habían rechazado. El pacto encierra, pues, un enorme potencial de conflictualidad entre sus propios promotores.


    Un ejemplo por excelencia de esta situación lo encontramos en la manera como se produce el “reciclaje” político del líder conservador Laureano Gómez y todo lo que esta persona representaba, como uno de los principales actores de la Violencia. Los liberales, con Carlos Lleras Restrepo a la cabeza, consideraban a Laureano Gómez como el hombre que había “introducido el odio” en la vida política colombiana y había hecho “invivible la República”. A partir de la conformación del Frente Nacional este mismo personaje pasa a convertirse en uno de los representantes de la concordia nacional, se reintegra de manera plena al régimen e ingresa al cenáculo político como uno de los prohombres de la nacionalidad, después de haber sido rechazado ampliamente64. Guillermo León Valencia, primer candidato del Frente Nacional y presidente de 1962 a 1964, afirma el 30 de septiembre de 1958, que era paradójico ver diariamente retratado “al propio doctor Carlos Lleras Restrepo, jefe único del Partido Liberal, con los incendiarios del 6 de septiembre, que redujeron a cenizas su propia casa, después de haber incendiado los dos grandes periódicos liberales de la capital de la República”. Y concluye afirmando con ironía que “tan impresionante ejemplo de concordia principia a ser aprendido y seguido por todos los colombianos de buena voluntad”65.


    La tercera contradicción tiene que ver con el hecho de que el Frente Nacional, inspirado en ideales de concordia y de unidad, está atravesado al mismo tiempo por la fragmentación de las propias élites políticas que lo impulsaron. El pacto político fue firmado inicialmente entre los liberales y el grupo de conservadores pertenecientes al ala de Laureano Gómez, sin la participación de los sectores conservadores de Mariano Ospina Pérez y Gilberto Alzate Avendaño que quedan relativamente marginados en un comienzo de los pactos de Benidorm y Sitges, a pesar de haber sido firmantes del Manifiesto del 20 de marzo de 1957, como lo mostraremos en el Capítulo II de esta investigación. Además, los ospinistas y los alzatistas eran objeto de todo tipo de rechazos por parte de Laureano Gómez, quien los consideraba como los adalides y promotores del gobierno de Rojas Pinilla. Los laureanistas ganan las elecciones de 1958 y ratifican de manera momentánea su mayoría, pero pierden las elecciones de 1962 y de partidarios pasan a ser opositores. El cuestionamiento del Frente Nacional, como veremos en detalle más adelante, comienza desde el momento mismo en que se inaugura, y tanto en el Partido Liberal como en el Partido Conservador se forman rápidamente corrientes adversas y de oposición.
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    La luz de la verdad


    El tesoro del pirata


    Por Chapete. El Tiempo, 26 de agosto de 1958. La Secretaría de Asistencia Social y Protección Infantil (Sendas) fue creada en septiembre de 1954. La acusación que se le hacia el gobierno de Rojas es que esta institución se había convertido en un gran foco de corrupción, tal como lo muestra el caricaturista.


    La cuarta contradicción, como consecuencia de lo anterior, es que el Frente Nacional representaba un acto de perdón y olvido y se convertía de hecho, de manera implícita y explícita, en una amnistía para los crímenes cometidos durante los últimos doce años. Se trataba de hacer “borrón y cuenta nueva”, de no hablar del pasado inmediato, de no establecer un juicio de responsabilidades. La clase política colombiana de la época, que casi en su totalidad tenía una responsabilidad por lo sucedido durante esos años, con el nuevo pacto de alternación y paridad trata de enterrar para siempre su propia responsabilidad66. Y no es claro hasta qué punto es posible establecer un acuerdo de paz durable, con base en la impunidad generalizada y en la ausencia de reparación de los crímenes cometidos y de los innumerables daños físicos y morales que habían sido causados.


    LA IMPOSIBLE REALIZACIÓN DE UN JUICIO POLÍTICO


    El Frente Nacional, con todas sus contradicciones, constituye el marco político y legal en que se lleva a cabo el juicio político contra Rojas Pinilla y, por consiguiente, la situación no era fácil de manera alguna para sus promotores. Si se trataba de juzgar una dictadura habría sido necesario incluir lo sucedido desde 1949, la llamada “década del Estado de Sitio” (1949-1959), porque el gobierno de Rojas Pinilla (1953-1957), a pesar de su carácter militar, no era más que un episodio en una secuencia que se había inaugurado en 1949 y, por consiguiente, habría tenido que considerar igualmente los nombres de Ospina Pérez, Laureano Gómez, Roberto Urdaneta Arbeláez y los miembros de la Junta Militar. Si se trataba de juzgar a un gobernante por indignidad o corrupción, habría sido necesario juzgar al mismo tiempo a una serie de corresponsables e, igualmente, a funcionarios de gobiernos anteriores, que habían incurrido en conductas similares. La mayor parte de los protagonistas del juicio en el Congreso habían tenido participación en los sucesos de violencia durante las décadas anteriores; habían sido funcionarios de los gobiernos de Ospina Pérez, Laureano Gómez y el propio Rojas Pinilla; el Frente Nacional los había convertido en socios de la nueva forma de organización política y los había amparado en una amnistía implícita de perdón y olvido por sus actuaciones anteriores. Se trataba, en cierta forma, de un juicio imposible de realizar en las condiciones políticas y legales imperantes67.


    Sin embargo, ante la imposibilidad de llevar a cabo un juicio político a un ex presidente, la pregunta que se impone, entonces, es por las razones que las élites políticas del momento tienen para insistir en su realización: ¿Por qué no eludir el juicio político contra Rojas Pinilla si su realización implicaba caer en una encrucijada de contradicciones? ¿Por que no incluir al propio Rojas en la amnistía implícita que se había decretado? ¿Por qué asumir el elevado costo político que implicaba un juicio de esta naturaleza? ¿Por qué tomar el riesgo de desatar un juicio de responsabilidades por lo sucedido, a sabiendas de que los propios jueces estaban comprometidos con la causa que juzgaban, y podían estar igualmente implicados?


    La respuesta a estas preguntas tienen que ver con el hecho de que el juicio a Rojas Pinilla no se desarrolla de una manera intencional y premeditada por parte de las élites políticas. El gobierno de Lleras Camargo, como ya lo hemos mencionado, en ningún momento lo había solicitado en extradición para que viniera a Colombia a responder por sus actuaciones. Más aún, con excepción de Cuba68, en ninguno de los países latinoamericanos que habían tenido dictaduras, que cayeron antes o simultáneamente con Rojas, hubo juicio constitucional contra los ex dictadores, a pasar de las denuncias por corrupción que se presentaron contra Marcos Pérez Jiménez (1952-1958) en Venezuela, Manuel Odría en Perú (1948-1956) o Rafael Leonidas Trujillo en República Dominicana (1930-1938 y 1942-1952)69. El propio Rojas consideraba que el caso de un “ex presidente calificado de tirano, que regresa voluntariamente a su patria a enfrentarse con sus enemigos, que disponen de todos los medios para calumniarlo y tergiversar la verdad”70, era único en el mundo.


    Sin embargo, como aparece claramente documentado en la prensa de la época, desde el momento en que Rojas Pinilla parte para España el 10 de mayo de 1957 se generan toda clase de temores con respecto a su regreso, y se difunde un ambiente de conspiración por el temor a que pudiera movilizar dentro de las fuerzas militares sectores aún leales a su gestión, o porque el arraigo popular de su Gobierno aún despertara, entre los sectores más desfavorecidos, apoyos suficientes para generar un movimiento y hacer posible su regreso al poder. El General sabe aprovechar la circunstancia y mantiene en entredicho las condiciones de su retorno a Colombia, tal como se puede observar en las especulaciones que la prensa permanentemente está haciendo al respecto.


    Todas estas condiciones van creando poco a poco el ambiente propicio para la organización de un juicio político en el Congreso de la República. Se trata, pues, de un juicio que se desarrolla “a pesar” de la voluntad de las propias élites, y que de alguna manera se improvisa sobre la marcha, como veremos más adelante al estudiar la manera como se levantaron los cargos contra el General71. Ahora bien, dado el hecho de que el juicio había llegado a ser “inevitable”, la situación era de todas maneras aprovechable para los propios fines políticos del Frente Nacional, al menos en los siguientes aspectos.
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    Asociación de ideas


    Ahora que me acuerdo… ¿mi cartera?


    Por Chapete. El Tiempo, 30 de agosto de 1958. Rojas Pinilla es presentado ante la opinión pública como un vulgar ladrón callejero.


    En primer lugar, el juicio político contra Rojas Pinilla se convierte en una forma por excelencia de generar una legitimidad al Frente Nacional, y de crear cohesión y unidad entre sus propios promotores para contrarrestar la fragmentación a la que hemos hecho mención. Este pacto debía crear una nueva forma de representación política, alternativa al bipartidismo excluyente, basada en la idea de concordia entre los partidos. Y para ello necesitaba crear enemigos. La oposición liberal conservadora, como definitoria de la división social, debía ser substituida por una nueva representación de la división, basada en la oposición entre el grupo monolítico de los dos partidos y un enemigo común externo que, además, permitiera encubrir la memoria de la violencia reciente entre liberales y conservadores.


    La imagen de una “dictadura atroz” se convierte entonces en la representación adecuada. El Tiempo lo dice claramente en un editorial el 10 de enero de 1958. Con el Frente Nacional “se abrió en el pueblo colombiano la conciencia de que el enemigo de cada partido no era el otro partido sino la dictadura que quería acabar con ambos”72. Además, el movimiento de Laureano Gómez, socio principal del Frente Nacional, tenía en Rojas Pinilla al personaje perfecto, no solo para encubrir los horrores del período 1950-1953, sino también para llevar a cabo una retaliación con respecto a la caída de su Gobierno el 13 de junio de 1953, y de esta manera conquistar una nueva legitimidad política.


    En segundo lugar, el juicio adquiere un significado muy importante como forma de anular cualquier tipo de posibilidad de constituir una tercera fuerza política, alternativa al Frente Nacional. El gobierno de Rojas Pinilla, como veremos con todo detalle en el Capítulo II, había intentado construir una tercera alternativa política frente a los partidos políticos tradicionales. Anular simbólicamente su figura por la mediación de un juicio constitucional y sobre todo penal, que demostrara su indignidad y contribuyera a su desprestigio, representaba entonces una salida en el marco de los elementos en juego en el nuevo pacto político.


    En tercer lugar, si bien el Frente Nacional se había constituido en términos de un pacto implícito de perdón y olvido, no era despreciable la oportunidad que se presentaba de llevar a cabo un juicio de responsabilidades con respecto a lo sucedido durante la época inmediatamente anterior, que hiciera recaer en una sola persona la responsabilidad por lo sucedido y expurgara a todos los demás comprometidos. El juicio a Rojas Pinilla ofrece esta posibilidad.


    En cuarto lugar, el juicio al militar que había comandado el único “gobierno de las Fuerzas Armadas” en la historia de Colombia era también una manera de reafirmar el carácter civil, casi ancestral, del régimen político en Colombia y de probar hacia el futuro inmediato la incapacidad de los militares para dirigir el país73. La Junta Militar que gobernó a partir del 10 de mayo de 1957 ya había demostrado su subordinación y su servilismo frente a las élites civiles al convertirse en la práctica en ejecutora obediente de sus mandatos. La Junta traicionó desde el primer momento de su llegada al poder la orientación política de Rojas y entregó fielmente el poder al primer gobernante civil del Frente Nacional el 7 de agosto de 1958.


    El juicio a Rojas completa entonces el ciclo de reducción de los militares a las tareas estrictas de mantenimiento del orden público. Carlos Lleras Restrepo, director del Partido Liberal, había presentado claramente desde el principio la posición de las élites políticas civiles con respecto al papel de los militares: “el gobierno de las Fuerzas Armadas no puede concebirse como un substituto duradero de la organización democrática y republicana”; su paso por el poder sólo puede ser transitorio mientras “se restauran y purifican las instituciones”, se reorganiza el sistema electoral y los partidos renuncian a la violencia y a la “intransigencia ciega”74. El propio Lleras Camargo, siendo presidente electo, convoca a los oficiales de alta graduación el 15 de mayo de 1958 en el Teatro Patria de Bogotá, pocos días después del intento de golpe de Estado del 2 de mayo, y les advierte que no quiere que “las Fuerzas Armadas decidan cómo se debe gobernar a la nación”75. No en vano el propio Rojas Pinilla presenta el juicio como una “campaña feroz” contra las Fuerzas Armadas76. En los años posteriores, la estrategia de los civiles contra las pretensiones de los militares tiene un éxito relativo pero cierto, ya que el “ruido de sables” nunca pasa de ser una simple alarma, a diferencia de otros países de América Latina77.
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    Sitges


    !Viene de Melgar y es oro puro!


    Por Samper. La República, 3 de septiembre de 1959. A lo largo del juicio Rojas Pinilla alardea con el hecho de haber concedido una pensión de US$ 3000 al ex presidente Laureano Gómez después de su salida el 13 de junio de 1953. Sitges es la población española donde residía Laureano Gómez y donde se firmó uno de los pactos que dio origen al Frente Nacional.


    El problema entonces consistía en cómo diseñar una estrategia que permitiera aprovechar el juicio para los objetivos políticos del Frente Nacional, sin afectar la situación de sus protagonistas. Lo importante, a toda costa, era eludir un juicio político a la época en términos globales (1949-1958) y, más en particular, no entrar en materia con respecto a las condiciones en que se desarrolla el gobierno de Rojas, ya que eso comprometería a las propias élites políticas, liberales y conservadoras, que lo apoyaron.


    En síntesis, pues, una de las ideas que queremos desarrollar aquí consiste entonces en mostrar que el juicio a Rojas Pinilla participa de las condiciones de la ilegalidad de la época, que se habían instaurado sobre todo a partir de 1949, y que el Frente Nacional pretendía reconstituir pero que, en el marco de sus contradicciones, no tenía posibilidades de transformar completamente. Podríamos afirmar que el Frente Nacional, con todas sus contradicciones, es el principal juez de Rojas Pinilla. Ante la imposibilidad de llevar a cabo un proceso político y judicial integral a una época de la vida colombiana, con todas las garantías legales y constitucionales, el juicio termina convertido, durante una primera etapa, en un problema de orden público; y durante una segunda etapa, escapa de los límites en los que lo habían querido encerrar sus promotores, como veremos más adelante.


    LAS ETAPAS DEL DESARROLLO DEL JUICIO POLÍTICO


    El juicio político contra Rojas Pinilla en el Congreso de la República se puede dividir en dos partes. La primera parte, comprendida entre el 19 de agosto de 1958 (día del nombramiento de la Comisión de Acusación por parte de la Cámara de Representantes), y el 22 de enero de 1959, (día del comienzo de las audiencias públicas en el Senado), hace referencia fundamentalmente a todos los trámites procesales que conducen finalmente a la aceptación por parte del Senado de tres acusaciones puntuales presentadas por la Cámara y al inicio de las audiencias. La segunda parte, comprendida entre el 22 de enero y el 3 abril de 1959, (día de la comunicación de la sentencia al acusado), hace referencia al proceso de juzgamiento propiamente dicho, es decir, al comienzo de las intervenciones del acusador, el defensor, el vocero y el acusado, que da como resultado el veredicto y la sentencia78.


    Durante la primera parte, el juicio se inscribe claramente en los parámetros en los que las élites políticas que lo promueven quieren inscribirlo. Los cargos contra Rojas Pinilla se van improvisando poco a poco sobre la marcha, pero finalmente los promotores tienen éxito en mantener el proceso dentro de los marcos estrictos de un proceso judicial. La discusión de fondo en la Cámara y en el Senado consiste en escuchar las acusaciones, decidir si son pertinentes, decretar los debidos autos de proceder, hacer las notificaciones debidas al acusado y sus defensores y, finalmente, convocar al juicio propiamente dicho. Por este motivo las discusiones de esta parte del proceso tienen que ver fundamentalmente con asuntos como la legitimidad del juicio, la recusación de los fiscales y de los jueces, la exclusividad del juicio político contra Rojas Pinilla con exclusión de otros funcionarios, el carácter mismo del enjuiciamiento considerado como un problema de orden público. Este último aspecto incluye la intervención del Presidente de la República por la radio, medio de comunicación política por excelencia en aquel momento.


    Los opositores del juicio difícilmente pueden escapar a este “control del sentido” del proceso por parte de las élites políticas durante esta primera etapa. La única excepción es el discurso pronunciado el 5 noviembre de 1958 por parte del representante José María Nieto Rojas, quien logra introducir desde ese momento el tema de la responsabilidad por la Violencia de los años cincuenta, así lo haga con un sesgo a favor de un sector del Partido Conservador y en contra del Partido Liberal79. Habrá que esperar el comienzo de la audiencia en el Senado, durante los primeros meses de 1959, para que estos temas, u otros que tienen que ver con el enjuiciamiento de la época y de los gobiernos anteriores o con un juicio de responsabilidades, se desplieguen ampliamente.


    Los promotores del juicio manifiestan desde el comienzo una gran prisa porque comience rápido, incluso antes del regreso de Rojas Pinilla, y termine lo más pronto posible. El Siglo considera que la sentencia podría darse antes de la clausura de las sesiones ordinarias del Congreso y el fallo antes de las vacaciones judiciales de diciembre80. El Espectador dice el 29 enero que el juicio no debe pasar más allá del 28 de febrero, porque puede afectar el trabajo del Congreso81. Los periódicos del sector de Ospina Pérez son más cautos. La República denuncia que “todo el mundo tiene mucha prisa de que la cosa se acabe rápido”82 y El Colombiano afirma que la tendencia del momento es a que se juzgue rápidamente a Rojas Pinilla aun “pasando por encima de cualquier trámite legal”. El dictador “debe recibir el merecido castigo”, debe “ser juzgado de acuerdo con el mal que hizo pero respetando las normas del derecho”83. La prisa por terminar rápidamente el juicio expresa la preocupación de la Gran Prensa de que el proceso no se salga de sus manos y se limite a los términos estrictamente judiciales.


    El general Rojas Pinilla y su equipo de defensores, como veremos en los capítulos III y VII, juegan con éxito a la estrategia de prolongarlo más allá de las fechas propuestas para su terminación a través de múltiples recursos: las negativas de Rojas a concurrir a las audiencias, la presentación de recusaciones de todas las decisiones del Congreso, la provocación de pequeños incidentes de tipo procedimental para demostrar que el acusado carece de garantías, la solicitud de que se lean en su totalidad expedientes voluminosos al comienzo de la audiencia del Senado, el alargamiento de los discursos del defensor, del vocero y del propio Rojas y, finalmente, las enfermedades de varios de los miembros de su equipo.


    La primera parte del juicio está atravesado por la amenaza de una conspiración, supuestamente organizada por los amigos de Rojas y por el propio General en persona y, por consiguiente, su realización se convierte en una forma de contrarrestar un grave problema de orden público y una amenaza contra la nueva institucionalidad del Frente Nacional. Este temor pasa a un segundo plano después de que “se conjura” la supuesta conspiración del 3 diciembre, anunciada y estimulada por el periódico El Siglo. El juicio pierde en ese momento una de sus principales motivaciones, es cada vez menos funcional para los intereses de sus promotores, pero ya es demasiado tarde para detener el proceso iniciado.


    LOS EFECTOS INESPERADOS DEL JUICIO POLÍTICO


    Como consecuencia del alargamiento del juicio el presidente Lleras Camargo se ve obligado, con base en una interpretación muy laxa de la Constitución, a llamar a sesiones extraordinarias al Congreso de la República a partir del 12 de enero con la intención manifiesta de que discuta temas supuestamente prioritarios para el país, pero con la intención real de que culmine rápidamente el proceso contra Rojas Pinilla y no se aplace al nuevo período de sesiones ordinarias que debía comenzar el 20 de julio de 1959, como era lo debido jurídicamente. Sin embargo, a partir de este momento, el sentido del proceso deja de ser controlable por sus promotores, comienza a orientarse hacia propósitos que no son los originalmente diseñados y a producir una serie de “efectos inesperados”, es decir, resultados no buscados, que trascienden o sobrepasan las intenciones de sus promotores84, y que en lugar de servir al afianzamiento y a la construcción de la legitimidad del Frente Nacional, trabajan en sentido contrario.
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    La tenaza voraz


    Está furiosa porque teme que le quiten el “botín”


    Por Samper. La República, 4 de septiembre de 1959. La “tenaza” arrastra el “botín” en su doble sentido: la bota militar y el tesoro acumulado por Rojas Pinilla a su paso por la Presidencia. Una de las finalidades del juicio político contra Rojas era precisamente anular políticamente a los militares como alternativa de gobierno.


    En primer lugar, el juicio contribuye a fragmentar aún más a la clase política, que se divide alrededor del tema de los procedimientos empleados y del sentido mismo de realizar este tipo de enjuiciamiento en las condiciones en que se lleva a cabo. No en vano los grandes líderes políticos de la época, o no participan, como es el caso de Laureano Gómez y Guillermo León Valencia (que amenaza con integrarse al Senado pero nunca lo hace), o abandonan el proceso antes de que se termine, como es el caso de Carlos Lleras Restrepo (que se retira del Senado) y Belisario Betancur (que se va como Secretario de Gobierno del departamento de Antioquia). Ante este hecho el Frente Nacional pone en entredicho su propia legitimidad.


    En segundo lugar, el juicio se convierte en una plataforma de lanzamiento de Rojas Pinilla y de su movimiento político, la Alianza Nacional Popular (ANAPO) el principal partido opositor al Frente Nacional durante los quince años siguientes. El propio Rojas afirma que en los escaños del Congreso se crearon los fundamentos de la oposición al Frente Nacional85. Rojas pasa de acusado a acusador, de perseguidor a perseguido, de tirano a mártir. El prestigio con el que llega al juicio es supremamente bajo pero, a medida que se desarrollan las sesiones, como bien lo comenta uno de los periódicos de la capital, comienza cada vez más a “perder desprestigio”.


    En tercer lugar, lo que aparecía como el juicio a un ex presidente y de paso al conjunto de su Gobierno, se transforma en un juicio a una época que compromete no sólo a Rojas Pinilla sino también a todos los gobiernos a partir de 1949. Las acusaciones contra Rojas repercuten sobre el gobierno de Laureano Gómez, y tocan incluso, hacia atrás, los últimos años del gobierno de Ospina Pérez y, hacia adelante, los quince meses de la Junta Militar. Se trata pues de una confrontación entre varias dictaduras.


    Y en cuarto lugar, el tema de la Violencia de los años cincuenta, que pretendía ser encubierto por la imagen de una “dictadura atroz”, pasa a un primer plano y el juicio se convierte en uno de los pocos espacios en los que se discuten las responsabilidades de las élites políticas en el desencadenamiento y el desarrollo de este proceso social, así la discusión esté atravesada por un sesgo partidista. El intento de hacer recaer en una sola persona la responsabilidad por lo sucedido fracasa inevitablemente.


    El origen de estos “efectos inesperados” no se debe propiamente a la acción de uno u otro de los protagonistas, tomado por separado, sino que es resultado de su interacción y de la acción recíproca que se desarrolla entre todos ellos86. La Gran Prensa da un cubrimiento inusitado al proceso, a pesar de la protesta de algunos de sus miembros, como es el caso de El Espectador, que aboga porque el despliegue periodístico se mantenga en sus justas proporciones y no contribuya a la “propaganda de los planes subversivos del dictador”87. El acto de juzgamiento propiamente dicho se desarrolla con toda la solemnidad del caso y cuenta con la asistencia de numeroso público, con una especial participación de las “damas de la sociedad bogotana”88. El acusador, como veremos en su debido momento más adelante, toma la iniciativa de no limitarse a los cargos puntuales presentados por la Cámara de representantes y da la pauta para que el vocero, el defensor y el propio Rojas hagan lo propio. El país se encuentra en una expectativa permanente con respecto a lo que sucede durante los meses del juicio. Y, finalmente, en las calles se desarrollan actos, espontáneos o prefabricados, que hacen eco a lo que sucede en el recinto del Capitolio.


    Ante la imposibilidad de controlar el proceso la presidencia del Senado a cargo de Edgardo Manotas Wilches comienza a tomar decisiones orientadas a detenerlo, que resultan ampliamente contraproducentes para sus propios intereses porque ponen en cuestión una vez más la legitimidad del juicio y ofrecen a Rojas y su grupo de defensores la posibilidad de aplazar cada vez más su terminación y de poner en cuestión el procedimiento seguido y, por consiguiente, el valor jurídico de sus resultados. El primero de los incidentes se refiere a la propuesta de que Rojas intervenga dos veces el mismo día, mañana y tarde, durante cuatro horas cada vez. El segundo, de más graves consecuencias, tiene que ver con el hecho de que, ante la imposibilidad de Rojas de asistir a la sesión del día 13 de marzo por enfermedad comprobada, se decide continuar las audiencias sin su presencia y, finalmente, dar por terminado el juicio. El resultado final es que las mayorías del Senado, que se encontraban unificadas con respecto al juzgamiento y a la condena de Rojas, terminan divididas con respecto a la legitimidad de los aspectos procesales.


    EL JUICIO Y LA RESOLUCIÓN INSTITUCIONAL DE UNA ÉPOCA


    El hecho de que el proceso político contra Rojas Pinilla se convierta en un espacio abierto para discutir el sentido de los últimos diez años de la vida política colombiana y las responsabilidades por el enfrentamiento partidista, constituye un excelente punto de partida para descifrar la forma como “se resuelve”, en términos “institucionales” y formales, la llamada Violencia de los años cincuenta. Además, permite reconstruir los materiales con los que se ha llevado a cabo el proceso de elaboración de una memoria colectiva alrededor de lo sucedido. Estos tres aspectos hacen parte de lo que hemos llamado los “efectos inesperados” o los “resultados no buscados” del juicio político.


    Es necesario comenzar por señalar, en primer lugar, que el fenómeno de la Violencia de los años cincuenta en Colombia es un periodo de la historia nacional que aparece, en el sentido común que se ha construido en el país a este respecto, como una especie de interrupción de la trama institucional, que no se integra en términos de continuidad ni con la historia precedente, ni con los sucesos posteriores. Algunas de sus características son lo suficientemente complejas como para poder ser asimiladas fácilmente, como es el caso del hecho de que en nombre de dos partidos políticos, que carecían de diferencias claras en términos económicos, sociales o políticos, se produzca un enfrentamiento de la población, con toda la sevicia y la crueldad, que conocemos. Se trata pues de un período que hay que soslayar porque, dadas sus características, no se puede incluir con sentido en una secuencia histórica.


    Una guerra, un conflicto o un proceso social pueden dar lugar a la construcción de una serie de elementos de identidad colectiva. Los vencedores o los vencidos pueden extraer de ella una serie de significaciones políticas que posteriormente se convierten en el fundamento de sus proyectos. Este es el caso de los liberales colombianos con las guerras civiles del Siglo XIX o con la Guerra de los Mil Días; las glorias de las grandes batallas de ese momento son a menudo recordadas por los líderes políticos como lo hacía Gaitán en sus discursos con las batallas de La Humareda89 o Peralonso90. La Revolución en marcha de López Pumarejo ha sido una fuente inagotable de significaciones políticas, en favor o en contra. El gaitanismo y la memoria del líder inmolado también ha jugado un papel fundamental en la construcción de las identidades políticas contemporáneas. Pero en el caso de la Violencia de los años cincuenta es diferente: ningún actor político busca las fuentes de su identidad en lo sucedido durante esos años91. Tal vez la única excepción son las guerrillas de las FARC, que buscan la justificación de sus luchas actuales en la persecución y el despojo que desde entonces habrían sufrido como grupos campesinos.


    Las características de la Violencia hacen igualmente difícil la construcción de un relato con sentido. Como dice el profesor Daniel Pécaut, un proceso de narración histórica habría quedado interrumpido:
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    Campeón de fuga


    Uno siempre debe tener las maletas listas por si las moscas…


    Por Samper. La República, septiembre de 1958. La caricatura hace referencia a las tres ocasiones en que el líder político Laureano Gómez debió salir exiliado del país: el 10 de julio de 1944 (día del “cuartelazo” al Presidente Alfonso López Pumarejo en Pasto); el 9 de abril de 1948 (día del asesinato de Jorge Eliécer Gaitán); y el 13 de junio de 1953 (día de la toma del poder por parte de Rojas Pinilla).


    La operación misma de “narración”, fundamento del relato histórico, es problemática. Una narración de esta naturaleza supone la convicción –constitutiva de la objetividad– de que ’los hechos relatados por historias diferentes pueden relacionarse y que los resultados de estas historias pueden completarse’92. Sin embargo, la Violencia nos coloca frente a un experiencia histórica en la cual la heterogeneidad de las narraciones y de las historias parece insuperable. Se acompaña de una fragmentación fundamental de lo social; y el hecho de no poder definir ni un momento originario ni un desenlace es suficiente para aseverar que la operación narrativa es, en sí misma, difícil de realizar93.


    En segundo lugar, no hubo un proceso de responsabilidad colectiva. La Violencia de los años cincuenta se resolvió en un pacto de amnistía implícita y de “perdón y olvido” llamado Frente Nacional. No hubo formalmente un proceso de reflexión colectiva ni un juicio de responsabilidad política, individual o colectiva, por lo sucedido durante esta época; no se juzgó necesario establecer un tribunal para juzgar a los responsables, ni una “comisión de la verdad” que permitiera “esclarecer los hechos”.


    La única excepción a esta situación lo constituye la convocatoria, mediante Decreto 0942 del 27 de mayo de 1958, de la Comisión Investigadora de las Causas Actuales de la Violencia, por parte de la Junta Militar de Gobierno. Esta Comisión recorrió el país, habló con gentes de todo tipo comprometidas con la violencia, tuvo una importante función pacificadora porque contribuyó al cese al fuego en algunas regiones, asumió tareas de mediación con las autoridades, propuso la creación de entidades y de medidas orientadas al proceso de pacificación y creó una base documental sobre lo sucedido. No obstante, la Comisión tenía la misión explícita de no comprometerse en la búsqueda de responsables, sino de “causas actuales”, una denominación que no es otra cosa que un eufemismo: “causas actuales” se opone a “antecedentes” y detrás de esta palabra se puede vislumbrar la noción de responsables; es decir, la idea era conocer lo que estaba ocurriendo en el momento mismo en que la Comisión operaba con el objetivo de lograr una pacificación inmediata, sin vincular esos sucesos actuales con sus antecedentes ni con sus responsables94.


    Los archivos documentales producidos por esta Comisión sólo se conocieron indirectamente a través de la publicación en 1962 del libro La Violencia en Colombia de Germán Guzmán et al. que causó un inmenso revuelo a nivel nacional y fue rechazado por muchos precisamente por el hecho de que sacaba a la luz pública una serie de elementos de juicio que era preciso olvidar. Las reacciones a la publicación del primer volumen del libro, analizadas por Orlando Fals Borda en el Prólogo del segundo volumen, son bastante elocuentes con respecto a la poca disponibilidad que existía entre los sectores dirigentes del país a un juicio de responsabilidades por lo ocurrido95.
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    Preparando maletas


    No, mijita, no. ¡Ese pijama no me la eches, por favor!


    Por Moreno Clavijo. El Tiempo, 15 de septiembre de 1958. La condena de Rojas Pinilla en el juicio político estaba cantada, hasta el punto de que el caricaturista insinúa que el mismo General lo presentía.


    En tercer lugar, vinculado con el hecho de no existe un proceso de narración, ni un juicio de responsabilidades, se ha elaborado una memoria colectiva de lo sucedido, que se ha construido en términos de una “memoria mítica”, que desconoce los actores comprometidos, los procesos sociales en que esta violencia estuvo inscrita, la dimensión temporal de sus diferentes momentos, los ejes alrededor de los cuales se construye el conflicto, los referentes espaciales y sus diferencias. Y en contrapartida hace énfasis en una atemporalidad por fuera de la historia y en la contraposición entre fuerzas impersonales. El resultado final es que la Violencia es un acontecimiento que no ha logrado incluirse con sentido en las representaciones colectivas. Al no existir una elaboración ejemplar96 de lo sucedido, ese pasado sigue siendo presente y hace parte de aquellos “pasados que no pasan”97. La Violencia es hoy en día uno de los referentes que inspiran las violencias contemporáneas.


    Las ciencias sociales en Colombia han aportado muy poco a la descripción de las características de esa representación de una violencia mítica, que se ha construido con respecto a los años 1950. Los estudios han sido muy escasos98 y, por el contrario, tanto en las ciencias sociales como en la literatura, se repiten con extremada frecuencia los lugares comunes a este respecto. La idea que queremos proponer en esta investigación, entonces, es que los materiales que se producen alrededor del juicio político contra Rojas Pinilla en 1958 y 1959, tanto en la Gran Prensa como en las discusiones en el Congreso, constituyen una fuente fundamental para descifrar la manera como se ha construido en Colombia precariamente el sentido de una época, se ha desarrollado un proceso de responsabilidad por lo sucedido y se ha elaborado la memoria colectiva.


    EL PROGRAMA DE LA INVESTIGACIÓN


    Esta investigación se divide en tres grandes partes. En el primer capítulo, ofrecemos al lector una descripción del contexto en que se desarrolla el juicio político contra Rojas Pinilla; en la primera parte, presentamos una visión de conjunto del trabajo (Capítulo I); la información suficiente con respecto a lo que fueron los gobiernos de Rojas y de la Junta Militar y una descripción de los orígenes del Frente Nacional (capítulo II); y una descripción minuciosa del nexo entre la primera parte del desarrollo del juicio y el ambiente de complot que reina en el Frente Nacional (capítulo III). En la segunda parte, compuesta por cuatro capítulos (IV, V, VI y VII) llevamos a cabo una crónica minuciosa de las características del juicio. En la tercera parte (capítulos VIII, IX y X), consideramos los tres problemas descritos en el acápite anterior: la reconstrucción del sentido de la época, la responsabilidad por lo sucedido y la elaboración de la memoria colectiva. Y finalmente aparecen las conclusiones y la bibliografía. Las conclusiones hacen referencia a lo que representa el juicio hacia adelante, es decir, en la vida política colombiana de los años 1960 y a la manera como los anales del juicio permiten tomar una radiografía de la situación colombiana de la época. A renglón seguido el lector encuentra una somera descripción de cada uno de los capítulos, que le permite formarse una idea del conjunto.


    La comprensión del juicio político contra Rojas Pinilla pasa por un conocimiento muy preciso de lo que fue su Gobierno, ya que buena parte de las discusiones y de los debates, tanto en el Congreso como en la Gran Prensa, se nutren de lo que ocurre durante estos años. Los promotores del juicio hacen el esfuerzo por aislar de la secuencia histórica de la vida política colombiana los años comprendidos entre el 13 de junio 1953 y el 10 de mayo 1957, como un momento de interrupción de la normal vida institucional. La instauración del Frente Nacional requiere construir una versión de la historia de Colombia que se adecue a las exigencias del pacto político y en la cual se resalten algunos acontecimientos, se trate de borrar otros y, en el mejor de los casos, se proponga una interpretación oficial de los que son difícilmente soslayables. Existe igualmente la necesidad de establecer una serie de responsabilidades sobre acontecimientos que tuvieron una especial significación.


    En el Capítulo II aparece entonces una exhaustiva descripción de las características del gobierno de Rojas Pinilla, que nos permite organizar una visión del conjunto del período diferente a las versiones de sus protagonistas: las condiciones de su acceso al poder, el marco económico en que se desarrolla su Gobierno, las diferentes etapas por las que éste atraviesa, los sucesos traumáticos que suceden en el transcurso de la llamada dictadura, la censura de prensa, el tratamiento ambiguo y contradictorio de la situación de violencia del momento y los acontecimientos que precipitan su caída y su entrega del poder a un grupo de cinco militares. Igualmente es fundamental que el lector comprenda en qué consistió la actuación de la llamada Junta Militar y los diversos momentos de creación y puesta en marcha del llamado pacto del Frente Nacional. Aunque la descripción que se presenta pretende ser exhaustiva, haremos énfasis en aquellos aspectos del período que el lector debe conocer porque son fundamentales para comprender los temas que se debaten durante el proceso.


    La principal discusión que se debe llevar a cabo con respecto al gobierno de Rojas Pinilla es sobre el tipo de dictadura que representa. Los promotores del juicio político en el Congreso están interesados en resaltar el carácter dictatorial y tiránico de su régimen, en contraposición con los gobiernos que lo antecedieron. Los defensores de Rojas se juegan la carta de aceptar que se trata de una dictadura, pero no menos de lo que fue el gobierno de Laureano Gómez e, incluso, el período final de Ospina Pérez. El carácter estrictamente militar de esta dictadura se encuentra igualmente en cuestión dado el hecho de que fue promovida y, en mayor o menor medida, apoyada por los sectores civiles.


    El Capítulo III describe la manera como se integra la trama procesal del juicio durante el segundo semestre de 1958 con la amenaza de una supuesta conspiración que estaría organizada por los partidarios de Rojas Pinilla e, incluso, por el mismo General en persona, y que culmina con los acontecimientos del 3 diciembre que motivan la declaratoria del estado de sitio, que había sido levantado el 23 agosto de ese mismo año como garantía del supuesto ejercicio democrático del Frente Nacional y de las condiciones ofrecidas al General para su juzgamiento. Los diferentes momentos procesales, o los acontecimientos importantes del período como el regreso de Rojas Pinilla al país o su renuencia a presentarse ante la Comisión de acusación, repercuten en las calles, en manifestaciones organizadas o espontáneas, que se desarrollan simultáneamente con el juicio. Durante este primer período es un hecho evidente que el juicio es, para una buena parte de sus promotores, una exigencia que se deriva de la necesidad de conservar el orden público, que sienten amenazado.


    En la segunda parte, compuesta por los capítulos IV, V, VI y VII, llevaremos a cabo una crónica minuciosa del desarrollo del juicio político. El Capítulo IV presenta el papel fundamental que desempeña la Gran Prensa en el proceso político, como uno de los principales interlocutores del debate que se desarrolla en el Congreso de la República entre acusadores y defensores. La Gran Prensa está constituida fundamentalmente por dos sectores: el primero, por los periódicos de orientación liberal y conservadora (la línea de Laureano Gómez) que son partidarios incondicionales del juicio (El Tiempo, El Siglo y El Espectador y algunos periódicos de provincia), y el segundo, los periódicos que siguen la orientación de la corriente conservadora de Mariano Ospina Pérez (La República en Bogotá y los periódicos de provincia El Colombiano de Medellín, El País de Cali y La Patria de Manizales), que si bien son partidarios del juicio y acusan abiertamente a Rojas Pinilla, presentan una posición un poco más matizada y, sobre todo, se comprometen abiertamente en la defensa de las garantías procesales del acusado. Este capítulo se dedica entonces a presentar el ambiente de opinión que rodea el desarrollo de los trámites procesales y de las audiencias en la Cámara y el Senado de la República, ya que sin un conocimiento del papel de los medios de comunicación escritos, el juicio político se hace difícilmente inteligible.


    La Gran Prensa partidaria incondicional del procesamiento a Rojas Pinilla considera que el juicio político se desarrolla con el pleno cumplimiento de las formalidades legales y es un ejemplo para el mundo entero de la recuperación de la institucionalidad y del ejercicio de la democracia en Colombia, después de la crisis de los diez años anteriores. En contraste con esta posición, y como estrategia expositiva para ingresar en la descripción del juicio político, trataremos de mostrar en el Capítulo V que, por el contrario, el juicio se encuentra atravesado por una serie de ilegalismos. El proceso se inscribe en una serie de normas de carácter constitucional existentes en ese momento, que tienen una larga tradición en el constitucionalismo colombiano; pero se desarrolla al mismo tiempo en las condiciones de ilegalidad propias de la crisis de institucionalidad que el Frente Nacional no había logrado resolver, dadas las contradicciones políticas en que éste se desenvuelve. En estas condiciones el juicio, lejos de ser simplemente el ejercicio del derecho que tiene el Estado de juzgar a un funcionario por indignidad o por mala conducta se convierte, por el contrario, en un acto de fuerza, en un enjuiciamiento de carácter político y en un problema de orden público.
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    La vuelta de Próspero Vaquero


    No te calientes, José Dolores, yo sólo vengo a echarle una miradita a las “calumnias”


    Por Chapete. El Tiempo, 27 de septiembre de 1958. Rojas Pinilla es presentado ante la opinión como un próspero ganadero (de allí proviene el nombre que se le asigna). El nombre fue dado por Campitos, un célebre humorista político de la época, que creó una obra con esta denominación. La caricatura incluye todos los símbolos que se esgrimen contra él: los “pájaros” (asesinos conservadores a sueldo del Valle del Cauca), el alambre de púas, los nombres de las fincas, su vestimenta de capataz.


    En el Capítulo VI ofrecemos unas síntesis de los cargos contra Rojas Pinilla en sus diferentes orígenes (la Comisión Nacional de Instrucción Criminal, la Gran Prensa, las instituciones y la sociedad civil) y una presentación minuciosa de los tres cargos por los que finalmente es procesado. En el Capítulo VII llevamos a cabo una presentación de los principales momentos del desarrollo de las audiencias en el Senado de la República, desde el 22 de enero de 1959 hasta el momento en que se comunica la sentencia al acusado, el 2 abril de 1959, haciendo énfasis en la manera como los temas del juicio no se limitan simplemente a los tres cargos puntuales presentados por la Cámara, sino que se van ampliando poco a poco hasta cubrir los más diversos tópicos. En estas condiciones el sentido y la orientación de los debates ya no pueden ser controlados por las élites promotoras del juicio sino que se liberan ampliamente y el proceso sobrepasa sus intenciones iniciales. La presentación de las intervenciones del acusador, el vocero, el defensor y del propio acusado, al igual que los debates de la prensa, nos permiten ilustrar el nuevo rumbo que toma el proceso político contra Rojas Pinilla.


    En la tercera parte de este trabajo, compuesta por los capítulos VIII, IX y X, trataremos entonces de desarrollar los tres problemas fundamentales que tomamos como punto de partida en la construcción del problema de investigación. El Capítulo VIII trata de mostrar la manera como el espacio del juicio político contra Rojas Pinilla se convierte en una forma de elaborar el sentido de una época de la vida política colombiana, vista desde la perspectiva política de sus protagonistas. Como ya hemos observado el momento en que se desarrolla el proceso contra Rojas Pinilla es especialmente significativo en la historia colombiana de entonces porque están en juego tres imaginarios políticos (el enfrentamiento bipartidista de los años anteriores, el recuerdo inmediato de la dictadura y la posibilidad de su reimplantación y el nuevo acuerdo del Frente Nacional) y, por consiguiente, el sentido que puede tomar a partir de ese momento el desarrollo de la vida política colombiana. Por este motivo, los debates que se presentan en el Congreso y en la Gran Prensa no se limitan simplemente a los cargos puntuales contra Rojas Pinilla sino que se enfrentan a la necesidad de elaborar una serie de referencias fundamentales y cruciales en la vida política del momento: el gobierno y la personalidad de Laureano Gómez, el 13 de junio como día de instalación del gobierno militar, la legitimidad del gobierno de Rojas Pinilla y de la Junta Militar que lo sucede el 10 de mayo 1957 pero, sobre todo, la justificación y la legitimidad del nuevo pacto del Frente Nacional.


    El Capítulo IX aborda otro de los aspectos en los que el juicio político contra Rojas Pinilla escapa al control de sus promotores y produce “efectos inesperados” o “de composición”. La mayor parte de la opinión política dominante en el momento está en contra de llevar a cabo un juicio de responsabilidades con respecto a lo sucedido durante los años de la llamada Violencia pero, en contravía con esta tendencia, el juicio abre la posibilidad de que se produzcan toda clase de acusaciones sobre el papel de los dirigentes y de los partidos políticos en este proceso social. Las intervenciones a este respecto están, como es apenas obvio, sesgadas por la posición política de los que intervienen en el debate; sin embargo, el juicio político contra Rojas Pinilla se convierte en uno de los pocos espacios en que se transgrede la norma del Frente Nacional de no hablar de lo sucedido, de hacer “borrón y cuenta nueva” y de establecer un manto de impunidad total con respecto a los acontecimientos anteriores. El primer elemento de este juicio de responsabilidades es la posibilidad de que Rojas Pinilla revele los nombres de los asesinos intelectuales de Jorge Eliécer Gaitán, hecho que finalmente no sucede, pero que constituye una amenaza permanente para los promotores del juicio. El debate sobre la Violencia de los años cincuenta comienza en la Cámara de representantes y se prolonga en las audiencias en el Senado de la República con las intervenciones, no sólo del vocero y el defensor y del mismo Rojas Pinilla que presenta su propia versión, sino también del acusador. El objeto de este capítulo es presentar, entonces, una reseña de esta situación.


    El Capítulo X trata de mostrar la manera como en el juicio político contra Rojas Pinilla se encuentran los materiales suficientes que nos permiten reconstruir a posteriori la manera como se ha elaborado la memoria colectiva de los años 1950 en la vida colombiana. El campo de la memoria es objeto de disputas y en este caso no nos encontramos con una memoria sino con varias memorias que compiten por la preeminencia de acuerdo con los sectores sociales y políticos que las impulsan y con los “cuadros sociales” en que se constituyen. Existe una “memoria mítica” de la Violencia, pero también existe una memoria de la dictadura que se desdobla en dos aspectos de acuerdo con el énfasis que se pone en los aspectos positivos del régimen (la “leyenda blanca” de la dictadura) o en los aspectos negativos (la “leyenda negra” de la dictadura), que intenta presentar lo sucedido durante aquella época como el resultado de una “dictadura atroz”. La primera tiene arraigo los sectores populares y la segunda ha sido construida fundamentalmente por los medios de comunicación partidarios del Frente Nacional, con el periódico El Tiempo a la cabeza.


    La idea que queremos proponer es que cuando se trata de dar cuenta de lo sucedido durante los años 1950 la imagen de la “dictadura atroz” y del “tirano” trata de presentarse como un “recuerdo encubridor” que sustituye la referencia al enfrentamiento partidista. Este tipo de construcción presenta serias posibilidades de imponerse ya que ofrece no pocas ventajas: hay un culpable que identificar (Rojas Pinilla), una periodización precisa que se puede establecer (13 de junio 1953, 10 de mayo 1957) y unos adversarios definidos (la Tercera Fuerza y el Frente Civil). Todos estos aspectos serán objeto de este capítulo final del trabajo que, a pesar de la dimensión especulativa que encierra, se puede convertir a su vez en los preliminares de una nueva investigación.


    En el Capítulo XI aparece una pequeña síntesis, a manera de conclusión, de lo que representa el juicio político contra Rojas Pinilla en la historia política posterior. Durante los meses finales del proceso la prensa insiste en que ya es suficiente con la “dosis” de Rojas Pinilla que había tenido el país durante los últimos ocho meses y había llegado el momento del “despectivo olvido”. Desde el punto de vista del Frente Nacional el juicio se convierte en una especie de “acto fallido”, en un inmenso error político cometido al calor de los temores que producía la llegada de Rojas Pinilla al país. No en vano los promotores del juicio se empeñaron en interrumpirlo lo más pronto posible, para contrarrestar las consecuencias indeseadas que de allí se podrían derivar. Sin embargo, desde el punto de vista de la oposición al Frente Nacional el juicio político se convierte en la primera fuente de lo que fue el movimiento contestatario contra este pacto político durante los años 1960 y la primera parte de los años 1970.


    La Corte Suprema de Justicia exonera de cargos a Rojas Pinilla cuatro años después dada la fragilidad de los argumentos jurídicos en que se basaba su condena. Y a partir del momento mismo en que termina el juicio se organiza la Alianza Nacional Popular (ANAPO) que va a tener un crecimiento exponencial durante los años 1960 hasta el punto de que el General logra como candidato obtener la más alta votación de un movimiento opuesto al Frente Nacional e, incluso, ganar las elecciones presidenciales de ese año, si se da fe a la existencia de un gran fraude en favor del candidato oficial. Es muy probable que todo esto no hubiera ocurrido en Colombia si no hubiera sido por el juicio político que se le organizó al General y que le permitió renacer de las cenizas.


    El Capítulo XI muestra igualmente que los documentos relacionados con el juicio político contra Rojas Pinilla constituyen una fuente de primer nivel para dar cuenta de la situación colombiana de finales de los años 1950: los factores de poder existentes en ese momento; las características del régimen político imperante durante los últimos años y la renovación que se pretende llevar a cabo por parte del Frente Nacional; la fragmentación, el rol y la mentalidad de las élites políticas del momento.
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    Oro acrisolado


    ¡Yo si no le tengo miedo al proceso de la dictadura porque yo renuncié el día anterior de caer Rojas!


    Por Samper. La República. 28 de septiembre de 1958. La caricatura hace referencia al hecho de que los antiguos colaboradores de Rojas Pinilla, una vez éste se cayó, se lavaron las manos como si eso no hubiera tenido que ver con ellos.


    LA BIBLIOGRAFÍA SOBRE EL GOBIERNO DE ROJAS PINILLA


    Se podría afirmar que los estudios sobre el gobierno de Rojas Pinilla, o sobre el personaje como tal, son relativamente escasos en la historiografía o en la sociología colombianas. Estos estudios se podrían clasificar de acuerdo con dos criterios: en primer lugar, por su carácter académico o no académico; y, en segundo lugar, por el tipo de formato en que se presentan: libro, ensayo o capítulo de libro. La literatura no académica se encuentra, por lo general, polarizada entre la defensa a ultranza, de carácter apologético, y el ataque o la diatriba. La literatura académica se supone que por principio debe estar por encima de estas polarizaciones; sin embargo, existe una porción importante de obras que se presentan con ropaje académico y tratan de estar a la altura de sus requerimientos, pero que de hecho se encuentran en una zona intermedia, porque no logran escapar totalmente a las valoraciones contradictorias de que es objeto este gobierno o su titular. Como mostraremos en el Capítulo II de este trabajo, este período de la historia colombiana, por lo que representa como amenaza con respecto a la instauración del Frente Nacional en 1958, es probablemente el que más ha polarizado a los analistas, con el agravante de que ofrece argumentos a unos y otros para sustentar sus puntos de vista.


    Dos de los más conocidos libros sobre el gobierno de Rojas han sido producidos por investigadores extranjeros. El primero es La danza de los millones. Régimen militar y revolución social en Colombia (1930-1956). En este libro se describe la situación colombiana desde 1910 hasta el inicio del gobierno de Rojas, como la preparación de una crisis que Rojas estaría llamado a remediar y cuya solución justificaría sus acciones e, incluso, sus excesos. El segundo se llama Colombia A Contemporary Political Survey, escrito por el investigador norteamericano John D. Martz. El libro hace aportes importantes con respecto al desarrollo político del país entre el llamado Bogotazo y el comienzo del Frente Nacional. Sin caer en los extremos se ubica en el bando contrario del libro anterior y, en algún sentido, se podría decir que expresa la versión corriente sobre Rojas Pinilla que aparece en la opinión nacional. Mientras el primer libro manifiesta un gran optimismo frente al General, el segundo lo presenta como un típico dictador. La diferencia en las fechas de publicación de los dos libros (1956 y 1962 respectivamente) nos permite entender sus diferencias de enfoque.


    En segundo lugar existen unos estudios propiamente académicos, que aparecen en forma de libros. Rojas o la manipulación del poder de Carlos H. Urán, abarca desde el gobierno de Laureano Gómez hasta el año de la Junta Militar y presenta una muy valiosa información de detalle en lo que tiene que ver con el desarrollo menudo de los acontecimientos. En este investigación hemos recogido la caracterización que el autor propone de la llamada dictadura como “un gobierno militar bajo tutela civil” o “un gobierno civil con presidente y algunos funcionarios militares”, por considerarla acertada99. Colombia años cincuenta Industriales, política y diplomacia de Eduardo Sáenz Rovner, hace énfasis en el aspecto económico e interpreta, incluso, la caída de Rojas como resultado de una baja en el ciclo económico. Aunque esta obra pretende abarcar el conjunto de los años 1950, la mayor parte de sus capítulos son consagrados al gobierno de Rojas Pinilla.


    En tercer lugar contamos con los ensayos dedicados especialmente a estudiar el gobierno de Rojas Pinilla, en particular los que aparecen en la Nueva historia de Colombia de Editorial Planeta: Rojas Pinilla: del golpe de opinión al exilio de Álvaro Tirado Mejía y La Violencia: de Rojas al Frente Nacional de Gonzalo Sánchez. Ambos ofrecen panoramas globales del período, son escritos con criterio estrictamente académico y constituyen una valiosa guía para el investigador.


    En cuarto lugar, habría que considerar los capítulos que aparecen en obras más vastas o las referencias pasajeras al período. El libro La modernización en Colombia. Los años de Laureano Gómez, 1889-1965 de James D. Henderson ofrece, por ejemplo, una invaluable información sobre la actividad política de la época, en sus capítulos 9 a 12. También se podría considerar Entre la legitimidad y la violencia. Colombia 1875-1994, de Marco Palacios, Economía y nación. Una breve historia de Colombia de Salomón Kalmanovitz, sobre la situación económica del período o Colombia País formal o país real de Diego Montaña Cuéllar. Política y sindicalismo en Colombia de Daniel Pécaut ofrece una serie de observaciones muy precisas sobre el período en el Capítulo IV.


    En quinto lugar, merece una mención especial el valioso aporte del investigador César Augusto Ayala, en sus investigaciones sobre la manera como se conforma la oposición política al Frente Nacional: Resistencia y oposición al establecimiento del Frente Nacional. Los orígenes de la Alianza Nacional popular (ANAPO) Colombia 1953-1964; y sobre el papel de la prensa, y más en particular del periódico El Tiempo, en la construcción de la “leyenda negra” sobre la dictadura, en los años posteriores: Exclusión, discriminación y abuso de poder en El Tiempo del Frente Nacional. El primero de estos libros, aunque no es un estudio sobre el gobierno de Rojas, constituye un valioso material para reconstruir el ambiente político de la época. El segundo libro nos ha servido de inspiración para el estudio de la prensa durante el juicio político.


    En sexto lugar, hay que observar que existe una amplia bibliografía sobre aspectos puntuales del gobierno de Rojas (el 13 de junio, las campañas del ejército contra Villarrica y Cunday, aspectos constitucionales, entre otros) o sobre la situación de violencia del período. En su debido momento estos libros serán citados en las páginas de esta investigación.


    Finalmente, sobre el general Rojas Pinilla se han publicado cuatro biografías escritas más con un criterio periodístico que con un criterio estrictamente académico. La primera es de Jorge Serpa Erazo, llamada Rojas Pinilla una historia del Siglo XX. Se trata de una biografía apologética, en la cual se busca a toda costa magnificar la figura del General y presentarlo como una víctima de las circunstancias y de la persecución. La segunda biografía es de Silvia Galvis y Alberto Donadio y se llama El Jefe Supremo. Rojas Pinilla en La Violencia y en el poder. Aunque escrita con mayor desapasionamiento, y con base en una investigación de archivos y de fuentes primarias, se ubica más como crítica de la figura de Rojas. El libro se interrumpe el 9 de mayo de 1957. Uno de sus autores, Alberto Donadio, es también autor de un pequeño libro titulado El Uñilargo. La corrupción en el régimen de Rojas Pinilla en el que denuncia los malos manejos de la dictadura con un énfasis particular en los cargos y las acusaciones que se debaten en el juicio.


    Las dos biografías restantes pertenecen también al género apologético. La primera, de Carlos J. Villar Borda llamada Rojas Pinilla, el presidente libertador, es escrita en septiembre de 1953 por uno de sus partidarios en el momento mismo de la apoteosis de la llegada de Rojas al poder; la segunda de su hija María Eugenia Rojas de Moreno llamada Rojas Pinilla, mi padre es escrita con “pasión filial” y busca ante todo reivindicar la figura del General y exonerarlo de todo cargo. Ambas biografías, a pesar de su orientación, ofrecen datos empíricos o documentos de los que nos hemos servido en esta investigación. Estaríamos pues a la expectativa de documentos que tengan una mayor distancia académica frente a lo ocurrido y a las características del personaje.
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    Ya se a… cerca


    Por Chapete. El Tiempo, 29 de septiembre de 1958. Juego de palabras entre la idea de que “ya se acerca la venida de Rojas Pinilla” con respecto a las “cercas” de las múltiples propiedades agrícolas que se le atribuyen.


    LA BIBLIOGRAFÍA SOBRE EL JUICIO POLÍTICO


    Con respecto a la bibliografía sobre el juicio que se lleva a cabo contra el general Rojas Pinilla en el Congreso de la República, hay que constatar que no existe un estudio específico, completo y exhaustivo sobre el tema y lo que nos encontramos es con pequeñas referencias como parte de obras más vastas o con comentarios relativamente marginales. Y fue precisamente uno de esos comentarios marginales, hecho por el profesor Gonzalo Sánchez, uno de los principales investigadores de la Violencia de los años cincuenta, en el ensayo La Violencia: de Rojas al Frente Nacional, una de las inspiraciones de esta investigación. Refiriéndose al Frente Nacional afirma: “La primera prueba de fuego a la legitimidad del nuevo proyecto político fue el teatral juicio que se le siguió a Rojas Pinilla ante el Senado de la República. La estrategia era descargar la responsabilidad de la Violencia en los hombros de la dictadura, exonerando de paso a los artífices del Frente Nacional. El juicio tuvo, sin embargo, complicaciones inesperadas y terminó convirtiéndose en un carbón encendido en las manos de los acusadores, los cuales se vieron obligados a darle un precipitado final al proceso”100. Esta cita del profesor Sánchez contiene varios retos de investigación, que no han sido de todas maneras seguidos en los trabajos sobre el tema: entender el juicio a Rojas como la teatralización, en un escenario, de un juicio de responsabilidad por la Violencia y como una forma de exonerar a los líderes del Frente Nacional. Recogemos esta propuesta pero quitándole el sentido despectivo a la noción de teatralización.


    Existe igualmente un artículo periodístico del historiador Marco Palacios titulado La imposible imparcialidad del juicio político (1995), publicado en Lecturas Dominicales de El Tiempo, el 15 de octubre de 1995 y posteriormente recogido en libro. Este artículo, a pesar de su brevedad, describe con bastante minuciosidad algunas de las características del proceso y señala en particular, como su nombre lo indica, la imposibilidad de llevar a cabo un juicio imparcial por parte de unos representantes y unos senadores que difícilmente podían asumir la función de jueces por su compromiso con la causa que juzgaban; además, el propio juicio estaba atravesado por las contradicciones políticas del Frente Nacional, hasta el punto de que termina en un relativo fracaso desde el punto de vista de los objetivos de sus promotores y en un antecedente importante del “enjuiciamiento que el país haría al Frente Nacional”en los años siguientes101.


    Este artículo constituye uno de los mejores análisis que hasta el momento se ha hecho en Colombia sobre las características de este juicio. No obstante el autor pone de presente uno solo de sus aspectos, vinculado con la acusación: su papel en el proceso de deslegitimación de la dictadura de Rojas y en la legitimación del Frente Nacional. En esta investigación hemos querido insistir en otro aspecto del problema, no considerado por Palacios en su ensayo, y vinculado con la defensa: la función del juicio como espacio de confrontación y discusión sobre el sentido de una época y sobre las responsabilidades por lo sucedido durante los años 1950.


    Además de estos textos encontramos una descripción de algunas de las características del juicio en otras obras como es el caso del libro Resistencia y oposición al establecimiento del Frente Nacional de César Augusto Ayala Diago, donde se presenta el juicio como un relevo fundamental en el proceso de construcción de la oposición política al Frente Nacional. El autor reconoce explícitamente que “el proceso contra Rojas fue suspendido abruptamente cuando acusado, defensor y vocero lograron convertir el evento en un foro abierto de enjuiciamiento al nuevo establecimiento en general”102. Esta idea, apenas esbozada en este libro, es la que queremos desarrollar e ilustrar en esta investigación.


    La hija del General, María Eugenia Rojas, también dedica unas cuantas páginas de la biografía de su padre a la presentación del juicio, con énfasis más en aspectos anecdóticos que analíticos y con el ánimo de dejar una constancia histórica del fracaso del juicio y de la inocencia de su progenitor103. Ofrece no obstante la trascripción de algunos documentos fundamentales del proceso. También los biógrafos de Rojas Pinilla hacen referencia al juicio. Serpa Erazo lleva a cabo una somera descripción de lo sucedido, con algunas imprecisiones, que aquí hemos corregido y con un sesgo favorable hacia el acusado104. Silvia Galvis y Alberto Donadio no tocan el tema en su biografía, pero el último de los autores citados lleva a cabo una breve presentación del juicio en otro libro, con un criterio orientado hacia la diatriba y la recriminación, que no puede ser considerado como un estudio académico105. John D. Martz, en el libro mencionado, dedica ocho páginas a la presentación de lo sucedido, pero no lo hace con la distancia, la neutralidad y el desapasionamiento que serían la regla en un trabajo académico106.


    Si exceptuamos el gran capítulo de la hija de Rojas dedicada al tema (81 páginas), podemos concluir que en la literatura académica no encontramos más de 80 páginas consagradas al juicio. Bien parece, como observamos líneas atrás, que los estudios sociológicos y políticos han caído en las redes del aparataje institucional e ideológico del Frente Nacional y han desvirtuado la importancia de lo sucedido. El objetivo de esta investigación ha sido remediar esta carencia.
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    Yo acuso


    Uribe Prada: el acusado afirma que lo que se encontró fue un lazo. Gurropín: Sí señor… ¿tengo yo la culpa de que en la otra punta estuviera atada una vaca?


    Por Chapete. El Tiempo, 30 de septiembre de 1958. La idea que se quiere proponer es que Rojas Pinilla era fundamentalmente un ganadero, que convirtió al país entero en un inmenso hato.


    LAS FUENTES DE LA INVESTIGACIÓN


    Esta investigación se lleva a cabo con base en una serie de fuentes primarias representadas, en primer lugar por la compilación de documentos y discursos presentados en el Congreso de la República durante agosto de 1958 y abril de 1959, y que fueron recogidos en una publicación hecha por el Senado en 1960, en tres tomos, con el título de El Proceso contra Gustavo Rojas Pinilla ante el Congreso de Colombia. Se trata de tres volúmenes de 2209 páginas en total, que recogen con bastante fidelidad los documentos y las intervenciones que se hacen en el juicio político contra Rojas Pinilla. Existe un libro complementario llamado Rojas Pinilla ante el Senado. El gobierno militar ante la historia, que ofrece algunos documentos adicionales.


    En segundo lugar, se ha llevado a cabo una minuciosa investigación documental de prensa del mismo período en los periódicos El Tiempo, El Espectador, El Siglo y La República de Bogotá; El País, El Crisol y El Relator de Cali; El Colombiano de Medellín; y la revista Semana. También ha sido de mucha utilidad la sección Vida Nacional de la Revista Javeriana, consultada durante el período 1953-1970. La revisión de estos periódicos se ha hecho poniendo el énfasis en las características de los titulares; las noticias en su doble aspecto, como fuente de información pero también en su sesgo de acuerdo con la orientación política de los directores de los diarios; los editoriales y las columnas de opinión; y las caricaturas.


    Como fuente primaria también se han consultado documentos de la época, recogidos en diferentes publicaciones como decretos, leyes, libros documentales, comunicados de partidos políticos y otros similares que han sido publicados en otras recopilaciones.


    La bibliografía secundaria también ha estado presente, pero la información que ofrece sobre las características del juicio, como ya hemos comentado, es bastante precaria. No obstante, se ha apelado a la bibliografía secundaria sólo en situaciones excepcionales porque la idea ha sido elaborar el trabajo de manera exclusiva con base en referencias primarias.


    EL USO DE LA CARICATURA


    Como una de las finalidades de esta investigación es tratar de reconstruir, a la manera de un documento, el ambiente político de una época en todos sus aspectos (el tipo de discusión, la forma de la argumentación, la manera de construirse entre sí los adversarios, etc.) hemos dado toda la importancia del caso a la caricatura, como una forma de expresión que permite captar el estado de la opinión y el tipo de imaginarios sociales y políticos que predomina en un momento determinado.


    La caricatura no tiene como única finalidad divertir y entretener; es al mismo tiempo un arma de lucha en manos de los contendientes. Y en estas condiciones constituye entonces la expresión de una forma de “definición de la realidad”, por parte de los que la promueven, con todo lo que esto significa en términos de sesgos y de pérdida de objetividad. Las caricaturas no nos ofrecen una descripción objetiva de los hechos, pero si nos permiten captar la disponibilidad subjetiva de los actores sociales. Y en este sentido constituyen una invaluable fuente primaria para la investigación.


    Hemos hecho una recolección de caricaturas entre agosto de 1958 y abril de 1959 en los periódicos que las utilizan de manera permanente. Los más importantes son sin lugar a dudas El Tiempo y La República y, en menor medida, La Calle y El Colombiano. En el Prólogo de este libro hemos incluido algunas caricaturas que tienen directamente relación con el contenido de lo que allí se expone. A partir del Capítulo I hemos tomado la decisión de presentar las caricaturas en orden estrictamente cronológico. Ello se debe, en parte, a la dificultad de clasificarlas de manera temática y de organizarlas según el contenido de los capítulos. Sin embargo, este tipo de presentación permite que el lector siga la secuencia temporal de la manera como va evolucionando la percepción de los acontecimientos por parte de la prensa.


    Las notas de pie de página que acompañan las caricaturas sirven para que el lector pueda contextualizar su contenido en los acontecimientos del momento. Sin embargo, lo importante en la lectura de una caricatura no es solamente saber identificar cuál es su tema o su relación con un contexto, sino poder interpretar su mensaje, a través de un trabajo de descodificación de la forma de expresión gráfica que le es propia. Algunos elementos de interpretación se ofrecen en las notas al pie de cada caricatura, pero con la plena conciencia de que este tipo de trabajo se encuentra apenas en sus rudimentos.


    EL USO DE LA TEORÍA


    Este trabajo no tiene un “marco teórico” en sentido estricto, si entendemos por tal un conjunto de proposiciones construidas a priori de la investigación a partir de las cuales se selecciona la información o se convierte en un punto de partida para deducir de allí la realidad que se pretende investigar. La teoría, por el contrario, es entendida, según célebre expresión de Jean-Paul Sartre, como un “saber pasado” y provisional107, o a la manera de Max Weber108, como una “idea reguladora” de la investigación y no como un “principio constitutivo” de la realidad, según la terminología kantiana utilizada por el sociólogo alemán109. Desde este punto de vista, la teoría sirve para hacer visibles algunas dimensiones de la realidad que no lo serían sin apelar a este recurso o para plantearse algunos problemas que no son evidentes en el material empírico. La teoría entonces aparece más como una dimensión implícita del trabajo, que como un conjunto de proposiciones previamente establecidas.
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